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CÁMARA DE DIPUTADOS

SESION ORDINARIA DEL 23 DE JULIO DE 1886.
En discusión el artículo 70.
JSr. JH é tr ú t i lM —
Ruego á la honorable Cámara que consienta en la votación 

por partes del artículo que entra en debate, porque conviccio­
nes profundísimas é imperiosos deberes de conciencia, me 
obligan á votar en contra del segundo inciso, en el cual se 
establece, como: una dé las materias de competencia de las 
Cámaras de Apelación, entender en los recursos de fuejpa^

La Comisión de Códigos no ha precisado el sentido en 
que toma esta palabra. Pero, como quiera que sea, los re ­
cursos de fuerza, considerados en la generalidad del concepto 
que abarca la palabra empleada por los señores de la Comi­
sión, envuelven un derecho de apelación de los tribunales 
eclesiásticos, sobre resoluciones eclesiásticas, para ante los 
tribunales seculares.

Una apelación es la provocación de una causa, de un juez 
inferior á un juez superior.

Para poder establecer la lejitimidad de este recurso de 
fuerza, seria necesario poder demostrar que los tribunales 
seculares son tribunales superiores respecto de los tribunales 
eclesiásticos.

Si la Iglesia es, por su divina institución, una sociedad per­
fecta, es evidente que por ello, tiene una facultad soberana de 
lejislacion propia; y como es una sociedad visible, es evidente 
también que debe estar investida de todos los poderes que 
son necesarios para hacer efectiva su propia l^islacion.
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Quiere decir que del carácter esencial de la Iglesia, se sigue 
su potestad legislativa y su jurisdicción en el foro exterior.

Nuestra legislación como la de todos los países cristianos, 
ha reconocido (y no podía menos de reconocer) este carácter 
inherente á la existencia y modo de ser de la Iglesia.

Por ésa razón es que reconoce la competencia de los tribu­
nales eclesiásticos.

Si los tribunales seculares son incompetentes por su propia 
naturaleza, para resolver por sí mismos, en primera instancia 
ó grado, aquellos asuntos que pertenecen á la legislación 
eclesiástica y á la jurisdicción eclesiástica, es evidente que 
lo serán también en apelación y en cualquier grado.

Aunque se consideren, (como han solido considerarlos al­
gunos publicistas partidarios de las regabas) estos recursos 
de fuerza, como un medio de corregir erróneos procedimien­
tos de los tribunales eclesiásticos, podrían refutarse de la 
misma manera.

¿ Sobre qué principio se podría sostener que los tribunales 
s^sji^í'es son mas aptos que los eclesiásticos para organizar 
los procedimientos y la marcha que los juicios deben tener, 
según las leyes de la Iglesia ?

Y no se diga que corresponde á las potestades seculares un 
derecho de protección sobre los súbditos, que puede hacerse 
estensivo hasta la facultad de ampararlos contra estos proce­
dimientos que se llaman irregulares por parte de los tribu­
nales de la Iglesia. Es verdad que los Estados ejercen este 
derecho de protección sobre sus súbditos; pero lo ejercen 
respecto de cualquier atentado de que pudieran ser víctimas >
por parte de poderes eetraños. No siendo la Iglesia un poder 
estraño, puesto que todos los hombres, por la profesión de la 
fé, se constituyen en súbditos suyos, es evidente que el Esta­
do no encontrará, en ningún caso, oportunidad para ejercer 
semejante protección.

Yo no conozco ninguna legislación civil, que rija el pro­
cedimiento de los tribunales seculares, en la cual los derechos 
de las personas y la regularidad de los iuicios esten garanti­
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dos con la seriedad y eficacia que lo están por el derech o 
canónico.

Los tribunales eclesiásticos tienen una gerarquía, y están 
sujetos á procederes y reglas dentro de los cuales pueden en­
contrar rectificación de cualquier error, aquellos individuos 
que se consideren, en algunos casos, perjudicados por ellos.

¿ Por qué buscar, entonces, en un poder estrado, en un 
poder incompetente, por su naturaleza, para rectificar estos 
errores, la facultad que envuelve el recurso de fuerza ?

Bajo el mismo Dombre de recurso de protección, se fia en­
tendido también una facultad que han solido reclamar los 
gobiernos seculares para protejer la observancia de los cáno­
nes, y, principalmente, según decian los regalistas españoles, 
para ejercer la protección del Concilio de Trento. 

j, Es verdaderamente peregrino el concepto de los que atri­
buyen á la potestad secular, mayor celo, mayor inteligencia, 
mayor idoneidad para protejer la existencia y la eficacia de 
las leyes de la Iglesia, que á los tribunales que, en uso dB s# 
propia é inherente soberanía, la misma Iglesia crea y orga -  
niza.

Estos recursos de fuerza envuelven, cuando se les consi­
dera atentamente, verdaderos y visibles absurdos.

Los publicistas los han dividido en diversas categorías.
Han llamado á una de las formas que suele tomar, recurso 

de f  uerza, en no otorgar; y por él se atribuye á los tribunales 
seculares, la facultad de obligar á los jueces eclesiásticos á 

f '  otorgar apelaciones que ellos, en alguna oportunidad, hayan 
creido deber no conceder. Esto es un acto de usurpacio n del 
Estado sobre la Iglesia, es arrogarse la facultad, como mani­
festé hace un momento, de interpretar mejor que los tribu­
nales las leyes de la misma Iglesia.

Otra de sus formas es la llamada recurso de fuerza por la 
manera de conocer, asimilable á la que acabo de indicar, heri­
da de los mismo defectos, y en el cual la absurdidad resulta 
no menos clara que en aquel.

Por último, viene el recurso de fuerza en conocer.
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El recurso de fuerza en conocer importa llevar ante la ju­
risdicción secular una cuestión de competencia de los tribu­
nales eclesiásticos; establecer en las leyes que los tribunales 
seculares tienen la facultad de resolver toda competencia de 
jurisdicción entre ellos y los tribunales eclesiásticos. Es dar 
por resuelto precisamente lo que está en problema, decla­
rando la superioridad de esos tribunales sobre los tribunales 
eclesiásticos, 6, de otra manera, la superioridad soberana del 
Estado sobre la Iglesia, concepto radicalmente opuesto al es­
píritu cristiano.

Por otra parte, el recurso de fuerza no pertenece á nuestro 
derecho : ni á nuestro derecho actual, ni á nuestro derecho 
tradicional.

El está tomado déla antigua legislación hispano-america- 
na y de la propia y esclusiva de España.

Pero envuelve una cuestión capital de derecho público ecle­
siástico que, en ningún caso, ha podido ser deñnida sino 
como suele definirse el derecho público eclesiástico, en cuanto 
á flabelaciones con la Soberanía temporal, es decir, por con­
cordato entre el Estado y la Iglesia.

Y ¿ ha consentido la Iglesia, en alguna época, por algún 
concordato ó por algún privilegio á España ó á cualquier otro 
Estado de la' cristiandad, la facultad de establecer esta supe­
rioridad de los tribunales seculares sobre los tribunales ecle­
siásticos ? Está la historia para responder.

No es tampoco una derivación del derecho de patronato, 
legítimamente establecido en España y en Indias á favor de 
los reyes españoles.

No lo es, porque el derecho de patronato — es un privilegio 
para la la protección de la Iglesia, y esto es un privilegio que 
se arroga el Estado para subyugar á la Iglesia. Pertenece á 
la parte abusiva, á la parte caprichosa, á la parte despótica­
mente añadida á la regalía por los reyes de España. Y basta 
tomar en consideración la historia, el orí]en, y el desarrollo 
de esta facultad del Estado para apreciarla bajo el punto de 
vista enfque me he colocado.

r
Biblioteca de la Universidad de Extremadura



El recurso de fuerza bajo el nombre de apelación ab abusu, 
tuvo su origen en Francia.

Primitivamente tomó una forma tímida ; se le presentaba 
como un espediente para conducir de los tribunales eclesiás­
ticos, ante el soberano pontífice, las querellas que contra actos 
de los jueces eclesiásticos locales tuviera que establecer un 
particular.

Los reyes de Francia, á medida que fueron absorbiendo la 
justicia real, la justicia señorial, y todas las jurisdicciones par­
ticulares, junto con todos los poderes políticos y todas las 
libertades, al estremo de poder decir por boca de Luis XIY : 
íc El Estado soy yo, n  convirtieron aquel papel intermediario 
que habían asumido, en un papel absurdo, de superiores en 
nombre del Estado sobre la Iglesia, sobre los tribunales 
eclesiásticos.

Ya se había introducido en España con formas mas ó 
menos encubiertas, como en Francia, esta pretensión de los 
tribunales civiles, es decir, esta pretensión real, (porque tras 
de los tribunales civiles estaba la corona,) bajo la dins®ti#3e 
Austria.

Pero cuando penetró en España la dinastía de Borbon, 
llevando consigo todas las tradiciones francesas, y todos los 
absurdos do su política ; cuando comenzó á desarrollar aquel 
poder despótico que sacrificó paulatinamente todas las liber­
tades comunales de España, sus antiguas y gloriosas liber­
tades parlamentarias, casi todas las libertades provinciales ; 
en una palabra, lo que constituía la antigua y hermosa vida de 
libertad de la península española, cuando llegaron al abso­
lutismo completo, y á formar un gobierno típico de des­
potismo y de absorción, entonces también cayeron en el error 
de pretender absorber la Iglesia, porque absorber la juris­
dicción de la Iglesia por medio del recurso de fuerza, es una 
cosa muy próxima á la pretensión de absorber su potestad 
legislativa y su potestad doctrinaria.

Todos esos reyes estuvieron próximos al cisma. Donde 
estas doctrinas han llegado á desenvolverse mas, s^ ia  llegado
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mas que que al cisma, á la herejía ; y ea todos los países en 
los cuales, después de la llamada reforma protestante de  ̂
siglo XVI, los gobiernos se han separado del gremio de la 
Iglesia, el poder espiritual ha sido absorbido por el poder 
político y se ha tendido á restablecer la forma de la sociabi­
lidad pagana.

Por esta razón la Iglesia ha protestado continuamente» 
como contraria al dogma de su independencia, contra esta 
tiranía del Estado.

Desde que esa pretensión ha aparecido en los Estados mo­
dernos, dos Concilios Ecuménicos se han reunido ; el de 
Trento y el de el Vaticano; y en los dos en términos mas 6 
menos directos, pero claros, evidentes é intergiversables, está 
condenado el derecho del recurso de fuerza.

Las constituciones de los pontífices y sus documentos doc­
trinales condenan desde entonces, desde la bula de la Cena, t
espedida por Martino V en 1420, en documentos no menos 
solemnes espedidos por Pió VII, por León XII, por Pió IX 
com^u^atentado contra la soberanía de la Iglesia, como un 
atentado contra su independencia, contra el dogma funda­
mental, el de su sér visible, este abuso del Estado.

No puedo yo, por consiguiente, señor presidente, prestar 
mi adhesión á este proyecto de la comisión.

Yo entiendo que el Congreso de la República Argentina, 
puesto á la cabeza de un país católico, debe borrar de la 
legislación hasta la última reliquia de estas malas y viciosas 
doctrinas que pugnan contra los principios esenciales en que 
reposa nuestro sistema de gobierno, y en los cuales también 
reposan los fundamentos mismos de la sociabilidad.

Pienso que este Congreso, puesto á la cabeza de una socie­
dad republicana y libre, debe borrar hasta la última reliquia 
en la cual se mantenga vivo el espíritu despótico de los reyes 
absolutos de España. Y pienso que no pondrá bajo mejor 
y mas poderosa éjida las instituciones libres de la república, 
que poniéndolas al amparo de esta doctrina de la Indepen- 
cia de la Iglesia y del Estado y del respeto á la soberanía
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de la Iglesia, sobre la cual reposa toda la civilización mo­
derna defendiendo la cual la Iglesia ha sostenido el principio 
esencial de la libertad contra los Césares paganos, contra los 
bárbaros que invadian el imperio, contra las violencias de la 
edad media, contra los reyes absolutos de principios de la edad 
moderna, y en el siglo XIX contra las pretensiones del abso­
lutismo democrático y revolucionario !

He dicho.
Sr. Gil.—Pido la palabra.
He oido con atención y con placer al señor diputado que 

acaba de hablar, y voy á contestarle.
Declaro que el señor diputado tiene razón en gran parte 

de lo que ha dicho, y aunque no sé si la comisión insistirá ó 
no sobre el artículo, creo que debe aceptar reformas tenden­
tes á servir las ideas que acaba de indicar.

Pero encuentro que es algo exagerado lo que ha espresado : 
no debe borrarse por completo el recurso de fuerza.

El recurso de fuerza ha tenido y tiene su razón de ser in­
dependientemente del espíritu de absorción del Estad^sc^re 
la iglesia ó de la iglesia sobre el Estado; obedece esto á 
principios y causas existentes que es necesario darles lugar, 
y efecto.

Como ha dicho el señor diputado, se ha conocido tres re­
cursos de fuerza: el recurso en conocer, el recurso del modo 
de conocer y el recurso en no otorgar la apelación. Son los 
tres recursos de fuerza sobre los que el derecho canónico 
legisla.

Desde luego el recurso de fuerza en conocer consiste en el 
derecho de quejarse un ciudadano ante la justicia civil de que 
la autoridad eclesiástica pretende conocer un pleito que no 
le corresponde conocer.

Es un recurso que reconoce causas que no pueden ser sujetas 
á la jurisdicción eclesiástica. No se puede desconocer el de­
recho que tiene el ciudadano de quejarse ante la justicia del 
país, que comprende también á la Iglesia, para que ella diri­
ma esta controversia, que, como ha dicho muy biqp el señor
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diputado, no es sino una controversia de competencia, á pun­
to de que podria suprimirse perfectamente el artículo que 
liabla del recurso de fuerza, estableciendo simplemente que 
las cámaras de apelación están habilitadas para dirimir las 
cuestiones de competencia entre las autoridades civiles y 
eclesiásticas.

De este modo.estaria servida la idea del señor diputado, sin 
necesidad de recordar esto de recurso de fuerza.

Pero el recurso de fuerza en conocer es una cuestión de 
competencia que es imposible eliminar de la facultad inalie­
nable que tiene el poder civil de deslindar la jurisdicción, de 
declarar si es cuestión sobre bienes raíces, sobre derecho de 
libertad, sobre derecho de tutela, en fin, si comprende algo 
de lo que es jurisdicción civil. Esto no se puede cuestionar.

Ahora, el recurso de fuerza en el modo de conocer y pro­
ceder, se presenta cuando el tribunal eclesiástico altera las 
formas tutelares del juicio, y entonces1, el litigante, que se 
cree ofendido, recurre á la justicia civil, para que obligue á 
aqu# álqne guarde esas formas.

Pero que se obligue al juez eclesiástico á que conceda el 
recurso de apelación, esto si me parece que ataca directamente 
el régimen interno y la libertad que, en ese régimen, debe 
gozar una sociedad independiente, como es la Iglesia.

Yo he de votar porque se niegue ese recurso en ese punto.
Pero es preciso reconocer que ese recurso tiene una razón 

plausible, y que es muy tolerable la opinión de los que creen 
que debe subsistir.

Por mi parte, creo que no debe subsistir.
Este recurso ha nacido en una época en que ha debido na­

cer. No ha nacido de un espíritu de absorción del Estado 
sobre la Iglesia; al contrario, ha nacido de la absorción de 
la Iglesia sobre el Estado.

Ha habido una época en la que la legislación de la Iglesia 
era la legislación común, era la legislación civil que regia la 
sociedad.

El derecho canónico lo encontramos en la edad media, do-
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minando todas las relaciones civiles de la sociedad, legislan­
do sobre venta, sobre arrendamiento; enmendando, y con 
mucha previsión, al derecho romano.

Hasta eso habia llegado, y gozaba de tanta autoridad, que 
era muy difícil oponer á un texto de derecho canónico, uno 
de derecho romano.

En aquel tiempo, cuando surgieron ( y tenian razón de 
ser ) estos recursos de fuerza, la legislación canónica no solo 
habia invadido completamente la esfera de la sociedad civil, 
sino que también habia invadido su jurisdicción.

Los tribunales eclesiásticos tenian jurisdicción sobre todos 
los pleitos de los clérigos. Un pleito sobre venta de in­
muebles, sobre arrendamientos, sobre herencia., sobre todo, 
cuando subsistían los fueros personales, iban á la jurisdicción 
eclesiástica.

Desde luego vemos á la jurisdicción eclesiástica absorbien­
do completamente á la civil, y entonces todo ultraje á las 
formas tutelares del juicio hacia indispensable este remedio, 
de que el clérigo, que á la vez era ciudadano, pudier# ii#ocar 
la autoridad del Estado y decir: señor, aquí se viola la forma 
tutelar del juicio.

Entonces habia una razón completamente independiente 
del espíritu de absorción de una y otra potestad.

Ahora los fueros personales están abolidos. No hay sino 
causas de materia espiritual, que corresponden á la justicia 
eclesiástica. ¿ Qué le importa, pues, á la potestad eivil, sabor 
si ha sido bien ó mal otorgada la apelación en una causa ele 
materia puramente espiritual ? ¿ Qué le importa saber si se
han violado las formas tutelares del juicio ?

En la época presente no tienen razón filosófica de existir 
los recursos de fuerza. Están justificados en la historia, pero 
hoy no se jusiificarian, porque serian violatorios de la liber­
tad de que debe gozar una sociedad independiente.

Pero el primer recurso, que consiste en el mod® de co­
nocer y proceder, está justificado por las exigencias de la so­
ciedad.

Biblioteca de la Universidad de Extremadura



—  1 2  —

Yo, como digo, he de estar conforme en servir á las ideas 
del señor diputado, en ese sentido, pero después de esta 
sesión.

Y siendo la hora avanzada, podría levantarse la sesión, á 
fin de preparar un artículo para que, en la próxima, se vea el 
modo de hacer lugar al pensamiento del señor diputado, que, 
en genera], tiene razón.

Hago, pues, mocion para que se levante la sesión.

—Suficientemente apoyada esta mocion, se vota y es apro­
bada.

—Son las 5 y 35 p. m.

•  •
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SESION ORDINARIA DEL 28 DE JULIO DE 1886
Sr. Presidente—No hay mas asuntos entrados.
El Presidente de la Cámara declara que debe procederse á 

la discusión del art. 71 de la Ley orgánica de los Tribunales, 
suspendida en la anterior sesión.

Sr. Golombres.—Pido la palabra.
No voy, señor presidente, á contradecir fundamentalmente 

las ideas vertidas en la sesión del viernes último, por mi ho­
norable colega el señor Diputado por Buenos Aires, cuya 
ciencia y sinceridad de convicciones respeto profun^a>¡jf?nte.

Pero, mi posición en este debate, como miembro informante 
de la Comisión de códigos, me impone el deber de hablar, 
para manifestar, siquiera ligeramente, á la Cámara, las razones 
que la han inducido á no modificar la sanción del honorable 
Senado en el punto que se discute, y que la deciden á insistir 
en lo aconsejado desde el principio.

Para mí, señor Presidente, los recursos de fuerza constitu­
yen una simple cuestión de derecho público, que debemos 
estudiar sin espíritu prevenido, fria y razonadamente, apar­
tándonos en lo posible del debate apasionado, que solo con­
duce á afectar creencias y sentimientos sinceros, por eso 
mismo muy respetables.

Tampoco voy á entrar á lo que podría considerarse el fondo 
del asunto, á hacer la filosofía y la historia de los recursos de 
fuerza.

Se trata, felizmente, de una cuestión estensamente estudia­
da ya en nuestro parlamento.
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Son ya del dominio general las razones aducidas en pro y 
en contra, y no haría sino repetir pálidamente lo que en esta 
misma Cámara se espuso con elocuencia y brillantez en 1881, 
si me propusiera salir del programa modesto que me he tra­
zado en proporción á mis fuerzas.

Mi propósito se reduce, pues, á justificar la insistencia de 
la Comisión de Códigos, y voy en derechura á mi objetivo.

Desde luego, señor Presidente, de los tres recursos que, 
según opinión general de los tratadistas, constituyen lo que 
se llama recurso de fuerza, hay uno que, por lo menos es co­
locado en una situación escepcional, lo mismo por los que lo 
impugnan como por los que los sostienen. Me refiero al re­
curso por conocer, que tiene lugar cuando la autoridad ecle­
siástica se aboca el conocimiento de un asunto estraño á su 
jurisdicción.

Respecto de los otros dos, sobre el modo de conocer y por 
no otorgar, se arguye que ellos encuentran su correctivo den­
tro de los tribunales eclesiásticos mismos. Y así se dice 
cuariüo Wn juez procede con manifiesta violación de las leyes 
de forma, ó cuando niega indebidamente una apelación, hay 
el medio de enderezar el asunto, sin necesidad de salir del 
rádio eclesiástico, sin necesidad de ir á pedir el auxilio del 
poder civil.

Pero cuando no se trata de estos recursos sino del de cono­
cer, entonces todos reconocen que hay una verdadera colisión, 
una contienda de tribunales pertenecientes á diferentes potes­
tades. Contienda que debe ser dirimida por un alguien su­
perior, porque no es posible mantener en la incertidumbre los 
derechos que se ventilan.

Pero ¿ quién será el árbitro, en esta cuestión ? Esta es la 
dificultad.

Recuerdo, señor Presidente, que cuando, en 1881, se discu­
tía este mismo punto en la Cámara, el señor diputado por 
Buenos Aires, doctor Goyena, apoyándose en la autorizada 
opinión del práctico español doctor Caravantes, decía : “Cuan­
do se trata ¿e un desacuerdo entre jurisdicciones de diversa

—  14 —
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clase, no hay otro medio congruente con la justicia, para re­
solver el conflicto, que la intervención de un tribunal superior 
á las dos partes, que reúna el carácter del uno y del otro. 
Esta es la doctrina que la mayor parte de los tratadistas mo­
dernos sostienen como aceptable para resolver la dificultad; 
proponen la creación de un tribunal eclesiástico y civil.”

Ahora bien, señor Presidente, sin entrar á discutir el pun­
to, ni la practicabilidad de este sistema, es evidente que, para 
realizar esto que se nos presenta como la única solución, seria 
menester la celebración de un concordato con la Santa Sede, 
que diera existencia y forma á este tribunal misto.

Y yo pregunto : mientras esto no tenga lugar, mientras nos 
encontremos en la situación actual, ¿ es posible sostener que, 
producido el conflicto, que suscitada la contienda de compe­
tencia, debemos encontrarnos delante de un verdadero nudo 
gordiano, que no permita hallar una solución para el punto que 
motivase la contienda ?

No creo que haya quien se atreva á sostener una tésis se­
mejante. ®

Y si alguien debe poner término á la dificultad, si alguien 
debe entender en la emergencia, yo pregunto ¿ quién otro 
puede ser sino el poder civil, que al fin tiene misión tutelar 
sobre todos, y nó solamente sobre determinadas persoaas 
congregadas por la comunión de su £é.

Se vé, pues, que el recurso de fuerza fluye, en estos casos, 
como una necesidad imperiosa.

Y aquí, señor Presidente, debo esplicar á la Cámara por 
qué atribuimos la facultad de entender en este recurso, á la 
Cámara de lo Civil.

Es sabido que, por la constitución de 1853, se atribuia á la 
suprema córte de justicia de la nación la facultad de entender 
en este recurso, y que esta facultad le fué quitada por la con- 

' vención reformadora de 1860.
Entonces se dijo que, por la naturaleza de los asuntos que 

dan márgen á un recurso de fuerza, qsuntos puramente civi­
les, por lo general, no á la córte federal, sino á 1^ tribunales

*
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provinciales, era a quienes debía corresponder su juzgamien­
to ; y quedó entonces establecida, como una facultad que, en 
ella, debia entender en estos recursos.

De abi que, desde entonces las constituciones provinciales, 
casi en su totalidad, atribuyen la facultad de entender en los 
recursos de fuerza, a sus respectivas cortes supremas ; y 
como la camara de lo civil, en la capital de la república, hace 
las veces de una córte suprema provincial, á ella se ha atribui­
do esta facultad desde que se organizaron por primera vez, 
los tribunales locales.

La comisión no ha hecho, pues, otra cosa que ratificar lo que 
ha encontrado establecido incontrovertiblemente aquí, como 
en todas las demas provincias argentinas.

Me he contraido esclusivamente, en mi razonamiento, al re­
curso por conocer, porque para el fin que se propone la comi­
sión basta que haya un caso en que el recurso de fuerza resulte 
incuestionable, para que se atribuya á alguien la facultad de 
entender en él.

J^ufbio de la comisión, en una ley como la que se discute,, 
de simple organización de los tribunales, no puede hacerse 
otra cosa que conceder los recursos in genere, dejando la es­
pecificación de los casos en que han de ser procedentes, como 
los medios de hacerse efectivos, para una ley mas vasta, mas 
fundamental, como seria un código de procedimientos civiles.

Es por esta razón que mi honorable colega, el señor doctor 
Gil, que había manifestado que podia ó debia hacerse cierta 
distinción, sin embargo está ahora de perfecto acuerdo con la 
comisión en que se mantenga la redacción del artículo tal 
como está, porque eso no escluye el que se haga esa distin­
ción mas tarde, si, al discutirse el código de procedimientos, 
la cámara juzgare conveniente hacerla.

dales son las ideas que han prevalecido en el seno de la co­
misión sobre el punto que actualmente se. discute, y que he 
sido encargado de poner en conocimiento de la cámara.
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Mt*» J E S tt 'M iiM —Pido la palabra.
Habiendo declarado el señor miembro informante de la 

Comisión de Códigos,'su resolución de no entrar en lo funda­
mental de la cuestión que está á la consideración de la Cá­
mara, me encuentro en la imposibilidad de dar mayor desen­
volvimiento á las ideas que tuve el honor de someter á su 
juicio, en la sesión del viernes pasado.

Me limitaré, por consiguiente, á observar que, no obstante 
las reglas de método á que se ha subordinado la Comisión en 
su esposicion, el proyecto tiene todo el radicalismo, digámoslo 
así, de que carece el informe del señor diputado por Tucuman 
que deja la palabra.

Para insistir en el consejo que primitivamente presentó á 
la Cámara, dá por fuera de cuestión la necesidad de restable­
cer uno de los recursos de fuerza, el llamado recurso de fuer­
za en conocer, y es precisamente este el que mas fundamental 
y directamente ataca los principios, y derechos en virtud de 
los cuales hice, en la sesión del viérnes pasado, objeción ̂  
artículo.

El señor diputado ha dicho que pueden sobrevenir conflic­
tos de competencia entre los tribunales civiles y los tribunales 
eclesiásticos, y que, dados esos conflictos, es absolutamente 
necesario buscar una autoridad competente para resolverlos. 
Y ha dado por sentado que esta facultad debe corresponder 
á  los tribunales civiles, que es lo mismo que dar por sentada 
esta otra doctrina: la de la superioridad de la soberanía ci­
vil sobre la soberanía de la Iglesia.

Precisamente, en virtud del principio contrario, la Iglesia 
ha protestado continuamente, á través de todos los siglos, 
contra los gobiernos que han adelantado esta doctrina; pre­
cisamente en virtud del principio contrario me opuse á la 
sanción de este inciso.

La Comisión ha entendido que no hay nada que modificar 
en su despacho. Yo nada tengo tampoco que modificar en 
mis ideas, y nada fundamental que añadir, en tanto no se 
aduzcan nuevas razones. •

—  17 —
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M i'. Cr O t/« ‘l i t e —Pido la palabra.
No puedo votar en silencio contra el artículo que propone 

la Comisión y sobre el cual vuelve en los términos que el señor 
miembro informante acaba de manifestar.

Me coloco en la misma situación en que me coloqué cuando, 
ocupando en años anteriores un asiento en esta misma Cáma­
ra, se presentó por primera vez el proyecto relativo á loa 
tribunales de justicia de la capital. Entendia y entiendo quo 
no es lícito á un católico, guardar silencio, y mucho ménos con­
currir con su voto, cuando se trata de la sanción de una cláu­
sula legal que afecta fundamentalmente la independencia do 
la Iglesia. Por eso me opondré siempre á que en las leyes, 
á cuya discusión asista, se consigne, en una cláusula ú otra, la 
doctrina á que responde el inciso en discusión.

Admitir la Iglesia como ella es, como una sociedad perfec­
ta, con todos los medios necesarios á la consecución de su fin; 
reconocerla como tal Iglesia, derivada de un origen divino, 
iiBpdtta en buena lógica, importa en sana jurisprudencia, 
admitirla con aquella vida externa y con aquel conjunto da 
instrumentos legales para que esa misión sea realizada.

No se concebiría, no se concibe, la Iglesia como una enti­
dad así definida, si ella no ha de tener los tribunales necesa­
rios para administrar justicia y para hacer efectivas, en la 
vida real, las disposiciones que forman su legislación.

Los recursos de fuerza, en cualquiera de los tres casos eu 
que los prácticos los dividen, afectan esa independencia, son. 
violatorios de la sana doctrina jurídica. Cualquiera de esos 
tres casos importa una violación manifiesta de los principios 
elementales del procedimiento.

Si consideramos el recurso que se emplea bajo la denomi­
nación de no otorgar; nos encontramos con una situación 
jurídica en que un juez de jurisdicción completamente extraña 
á aquella á que corresponde el asunto, interviene para hacen 
que un óbice, una obstrucción legal, como es la negativa del 
recurso^sea suprimida; para cohibir al juez que legítima-

Biblioteca de la Universidad de Extremadura



'mente está, conociendo en el asunto, y ponerlo en el caso da 
conceder un recurso que él entiende ser improcedente.

Cuando se trata del recurso en el caso denominado por el 
modo de proceder, tenemos también un juez civil interviniendo 
en el procedimiento eclesiástico, para cohibir al juez compe­
tente en el asunto, y ponerlo en el caso de aplicar los Cáno­
nes, de aplicar las leyes de procedimiento eclesiásticas en 
nua forma que este juez, en su conciencia, entiende no ser la 
pertinente. ¡

Cuando por fin se trata del recurso bajo la denominación 
;por conocer, tenemos que una cuestión de competencia entre 
-dos órdenes de jurisdicción es dirimida por uno de los ele­
mentos que representa esclusivamente una de esas jurisdic­
ciones, contra el principio elemental de que la autoridad su­
perior es la única que puede dirimir competencias.

Señor: considerando estos recursos en general, ellos no 
■resisten al análisis ni del punto de vista de la doctrina, ni 
del punto de vista histórico. 0  9

Bajo el punto de vista de la doctrina no podría justificarse 
nn procedimiento con arreglo al cual se llega á extremos en 
•que, en vez de seguir, según la legislación universal, el recur­
so de apelación del grado inferior al grado superior, resulta 
que una disposición de la Curia metropolitana es enmendada, 
es trabada, es reducida á la nada en la práctica por una Cá­
mara de apelación de la capital, por un tribunal civil que no 
está en grado gerárquico superior á esa Curia: mas todavía, 
■violándose en ese caso otro principio elemental en materia de 
procedimiento; porque si es evidente que la apelación vá de 
grado inferior á grado superior, también es evidente que la 
■apelación, según la legislación de los países cultos, se produce 
«n  el mismo orden de jurisdicción. Una causa que per­
tenece á la jurisdicción civil se apela de lo civil á lo civil; 
una causa comercial, del juez de comercio al tribunal de lo 
mercantil en grado superior; lo mismo en las causas crimi- 
-nales; y aquí la apelación es del juez eclesiástico al j ^ z  civil.

-Algo más ; ¿ qué garantía de mayor acierto, qué; garantía
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de mayor competencia pueden ofrecer los jueces civiles para 
resolver en materias regidas por la legislación eclesiástica ? 
Y tomando prácticamente las cosas, como en estos tiem­
pos no solamente en nuestro país sino en casi todos se produ­
cen, ¿qué preparación especial, qué conocimiento tienen, por 
nna dedicación esmerada al estudio de estas materias, nues­
tros magistrados, aún los mas distinguidos bajo otros res­
pectos ?

Es sabido que no se dá boy á la materia de derecho canó­
nico aquella dedicación, aquella importancia en los estudios,; 
que se le daba en otros tiempos; y sobre la desventaja de ser 
nu juez civil el juez que conoce del recurso, se tiene que con­
siderar la circunstancia de que es mas incompetente que lo­
que en otros tiempos podía y debía suponerse.

Otro principio de legislación universal es que la interpre­
tación de las leyes, para tener garantias de acierto, debe ser- 
hecha por la misma autoridad de donde emanan. 
^L^autoridad que dicta esas disposiciones es la que se halla 
en aptitud para intepretarlas.

Si consideramos la cuestión del punto de vista histórico,, 
nos encontramos con que la Iglesia y la sociedad civil han 
vivido sin semejante recurso, sin semejante procedimiento 
violatorio de la mas sana doctrina y de los principios de la 
legislación universal, desde el origen del cristianismo hasta 
el siglo XV en Francia, y hasta el siglo XVI en España, coma 
acertadamente se dijo en la sesión del viérnes.

Seria curioso que en la vida de ambas sociedades hubiera 
faltado este resorte, que en la autoridad civil se supone indis­
pensable para el funcionamiento de ambas sociedades, para 
su marcha simultánea; y que hubiese faltado un adminículo 
jurídico de esta importancia desde la fundación de la Iglesia, 
por Jesucristo, hasta Oárlos V.

La vida de la Iglesia muestra, la vida civil muestra, que- 
tanto aquella como el Estado han marchado sin necesidad 
de hacer estas apelaciones, que derivan de doctrinas que afec­
tan fun#imentalmenfce la independencia de la Iglesia.

—  20 —
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En loa primeros tiempos, cuando la persecución al cristia­
nismo se realizaba con todos sus horrores, la Iglesia ejercía 
la jurisdicción espiritual sobre sus fieles, como ejercía también 
la jurisdicción temporal, los pleitos se fallaban por la auto- 
dad eclesiástica; iban á ella todos los miembros de la Iglesia 
ú, recibir la sentencia, el fallo dictado en justicia y en equi­
dad.

Se establece la paz en tiempo de Constantino, se declara 
este emperador el protector de la Iglesia, y entónces empieza 
ú, aplicarse el único medio de solución que ella ha admitido y 
puede admitir en lo sucesivo, porque ella no cambia nada en lo 
>quees fundamental :—las concordias, los arreglos, las conce­
siones hechas al poder civil, sin afectar en nada los derechos 
de la Iglesia para la administración de la justicia en las can­
eas que ocurran, según su índole y según las circunstancias.

Así vemos que bajo todos los emperadores cristianos, y 
singularmente en las Novelas de Justiniano, se declaran las 
razones que sirven de base á esta manera concordiosa d^pi^- 
ceder, evitando conflictos entre la Iglesia y la potestad civil, 
entre la Iglesia y el Estado. Y después de tantos si­
glos, es motivo todavía de estudios sérios y de admiración 
la sabiduría de las disposiciones contenidas -en esas cons­
tituciones imperiales.

Si un delito eclesiástico se comete, si hay actos que pue­
dan afectar en alguna manera los derechos de la Iglesia, juz­
gue el Obispo, el tribunal eclesiástico, porque las condiciones, 
de acierto están en eso, aplicándose las leyes canónicas, dice 
Justiniano, á las cuales no desdeñan conformarse las nuestras 
porque representan la verdad y la justicia.

Viene la invasión de los bárbaros, viene la edad m e d i a s e  
producen los grandes conflictos que agitan á la Europa, y la 
Iglesia se encuentra como en los primeros tiempos, tal cual 
se encontraba cuando recien la fundó Jesu-Cristo.

Y ¿-qué sucedió entónces ?
Ella volviendo á su manera de proceder primitiva, aten­

diendo a todos los intereses de sus fieles en su pr^taganda
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apostólica, llamó á sí y consiguió hacer entrar en el seno 
del cristianismo á los bárbaros; y una vez que los bárbaros 
se hicieron cristianos hallamos en el derecho de esa época, 
disposiciones análogas á las que imperaron en el tiempo de 
Constantino, fundador de la paz hecha con la Iglesia.

Y recien en el siglo XV, por argucias de un espíritu lega­
lista y estrecho, se levantan los parlamentos, que por adminis­
trar la justicia civil se creen infalibles, y su espíritu trasciende 
á  las épocas mas cercanas. Se empieza á poner óbice á la apli­
cación de las sentencias de los jueces eclesiásticos; se empieza 
á no contentarse con la apelación al Papa y á querer que los 
reyes intervengan para trabar la justicia de los tribunales 
eclesiásticos.

De ahí es que ha surgido el recurso de fuerza.
La Iglesia no lo ha admitido; y hemos pr esenciado este 

hecho curioso, esta gran inconsecuencia, como otras que la 
historia nos ofrece : que los poderes establecidos en reem— 
phiz<^ de aquellos reyes absolutos, de aquellos reyes que si­
guieron los consejos de juristas estrechos y mal intencionados», 
diciéndose inspirados por el espíritu más ámplio de libertad 
y de franquicia respecto de todos los elementos que consti­
tuyen la sociedad—han hecho un título de gloria para sí de- 
considerarse los herederos y representantes de esa tendencia 
contraria á los derechos, á la independencia de Ja Iglesia.

No hay el pretesto de decir que faltan garantías en los 
juicios eclesiásticos y que se acude al recurso de fuerza para 
Suprimir dificultades in solubles; no se puede decir que faltan- 
medios para que la justicia se administre debidamente en Ios- 
casos ocurrentes. No, señor.

I Qué no hay, acaso, una jurisdicción eclesiástica, con tri­
bunales organizados en su grado gerárquico, con todas las 
garantías necesarias para la expedición de los asuntos ? 
j  Acaso no tiene la Iglesia un gefe superior, al cual, agotados 
todos los recursos, pueden dirigirse los fieles desde cualquier 
extremo de la tierra y enviarle su queja, gefe que ofrece laa
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garantías más grandes de acierto y de perfecto espíritu de 
amor á la justicia ?

¡Y tan luego en nuestro tiempo, cuando hay en el concepto 
mismo de los hombres de Estado menos afectos á la Iglesia, 
incomparable justicia y altura en sus resoluciones; precisamen­
te cuando los publicistas más opuestos á la difusión del cato­
licismo no pueden menos que confesar la gran cordura, la 
prudencia, aliada á la firmeza, del Pontífice que dirige la 
Iglesia, se cree encontrar la oportunidad para chicanear á 
la Iglesia, representada en sus tribunales, la aplicación de las 
leyes canónicas !

Francamente declaro que no me esplico este proceder.
Si hay garantías positivas, si hay recursos seguros para 

llegar al logro de una pretension legítima, ellas están en 
los tribunales eclesiásticos. Y la nación argentina donde 
están organizados y reconocidos, no me parece que sienta, 
en parte alguna, ninguno de esos estímulos, de esos impulsos 
de la opinion, que pongan al Congreso en el caso de buscar 
garantías: ellas son innecesarias, al mismo tiempo que v® a- 
torias de los derechos y de los intereses argentinos, aten- 
torias á la Iglesia denlos argentinos, que es la Iglesia católica.

He dicho.

Señor Ministro de Justicia, Culto é Instrucción Pública— 
Pido la palabra.

Señor Presidente : Yengo, como se infiere, á manifestarla 
opinion del poder ejecutivo sobre esta cuestión.

No es para el poder ejecutivo, y creo que tampoco es para 
«1 congreso ni para el pueblo, la cuestión que se debate, una 
cuestión de mera jurisdicción de los tribunales; es una cues­
tión que afecta grandes intereses y derechos de los ciuda­
danos.

Creo que todos los hombres que han manejado con mayor 
ó menor estension los asuntos públicos están en el caso de 
poder afrontar esta cuestión, que no es por cierto difícil.

Son competentes para afrontarla todos los señóos diputa-
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dos y hasta los que no están versados especialmente en asuntos 
teológicos. Es una cuestiou de relación entre la Iglesia y el 
Estado, en que quedan afectados los derechos del ciudadano 
garantidos por el poder civil.

Por esto no parecerá estraño á la cámara que, sin tener un 
título especial que me habilite ó que sea la muestra de que yo 
deba creerme competente, venga á tomar la palabra. Ya digo, 
esta es una cuestión que está al alcance de todo el mundo y 
que es sencilla, en mi opinión.

Se trata de saber, por los que ponen en discusión estas- 
materias, si ha de haber en la república argentina tribunales 
sui generis, tribunales en los cuales comience y concluya un 
asunto, llevándose ese asunto de un modo especialísimo, es 
decir, por los medios que los tribunales eclesiásticos emplean 
para dilucidar las cuestiones que le son sometidas.

Los legisladores y los que se han ocupado de las relaciones 
entre los tribunales eclesiásticos y los civiles, han dividido 
e ^  cuestión en tres puntos : derecho de conocer, según los 
términos clásicos ; modo de conocer y derecho de otorgar ó nó 
otorgar.

Estos son los nombres técnicos de la materia. Traducién­
dolos al lenguaje vulgar, quieren decir : facultad de poder 
negar á un tribunal su competencia para intervenir en una 
materia; facultad para reclamar acerca de su modo de inter­
venir en la materia, es decir,: su procedimiento ; y esta otra 
categoría: de otorgar ó no la apelación.

En mi entender, esta cuestión podría ser dividida sola­
mente en dos categorías, porque si nos fijamos bien, el no 
otorgar ú otorgar la apelación es una forma del procedimien­
to, nada mas. Pero ya que los jurisconsultos han creído 
conveniente hacer esa división, quizá para facilitar el estudio 
ó la esposicion, y ya que ella no afecta fundamentalmente á 
nada, podemos conservarla y estudiar el punto que nos toca 
resolver teniéndola á la vista.

Desde^pego, señor presidente, veo con estrañeza : que se
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viene á hacer cuestión sobre esto que hace muchísimos siglos 
está en la legislación de todo el mundo.

Por lo que hace á la América, está en su legislación desde 
la conquista, desde el descubrimiento, desde hace mas de 
tres siglos. Por lo que hace al resto, de las naciones cristia­
nas en donde ha habido poder temporal mas ó menos civiliza­
do, está en las leyes desde tiempo inmemorial; no recordán­
dose la época precisa, al menos yo he visto noticia alguna en 
lo que he consultado—en que todos estos recursos principia­
ron á figurar en la legislación de los diversos países.

Es caso, pues, de preguntarse : ¿Por qué se viene ahora á 
hacer una cuestión respecto á un punto que, á estar á los 
antecedentes que existen entre nosotros mismos, debe ser 
también, ya completamente conocida?

Creo que en el año 80, cuando se trató de esta ley en el 
congreso, el punto fué tocado, aunque no con detención ; y el 
congreso manifiesto entonces su decidida opinión acerca de 
él, estableciendo el recurso de fuerza en la ley.

Los antecedentes, pues, respecto á la república argentflia 
son mas bien á propósito para confirmar á todos en la opinión 
de que este derecho debe subsistir en la legislación nacional.

Pero ocurre preguntar : ¿ porque es que en todos los países 
cristianos hay este recurso de fuerza sostenido por la autori­
dad temporal, aunque rechazado por la autoridad espiritual ? 
¿ Qué motivos han tenido los gobiernos—sea dicho : los pue­
blos-para mantener ésto en su legislación ?

Deben haber sido algunos motivos muy fundamentales, 
cuando se insiste á pesar de todas las controversias, á pesar 
del inmenso poder que ha tenido la Iglesia en diversas épo­
cas ; debe haber prevalecido alguna razón fundamental para 
que tal recurso se haya conservado.

¿ Cual será esa razón ? Será, supongo yo, la misma que en­
cuentro en los estados modernos. Ella debe haber figurado 
■entre los grandes motivos para que se hiciera tantos esfuer­
zos por mantener en el derecho civil esta prescripción.

Y en los estados modernos ¿ cuál es esa razón ? %  la obli-
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gacion en que se hallan los poderes públicos de protejer á los 
individuos y á las familias en asuntos que pueden llevarles 
ante los tribunales eclesiásticos. Es una protección del Esta­
do en favor de los individuos.

Pero ¿ tiene razón de ser esta protección ?
El señor diputado que deja la palabra ha encomiado los 

procedimientos de los tribunales eclesiásticos y ha dicho que 
en ninguna parte pueden tener los ciudadanos mayores ga­
rantías que ante dichos tribunales.

Quiero conceder que la afirmación del señor diputado sea 
exacta. Pero para la teoría jurídica esa afirmación no es 
bastante, y cuando se trata de reglamentar la jurisdicción de 
los poderes públicos y fijar la estension de las facultades que 
corresponden á los tribunales, se toma garantías mas funda­
mentales que esta.

Era, en efecto, señor presidente, motivo de alarma en algu­
nas épocas la estension del poder de la Iglesia.
^ps|e poder había llegado á tomar un incremento tan gran­

de, tan desmedido, que dominaba completamente el mundo.
Los papas hacían y deshacían reinos, daban y quitaban 

autoridad y poder. Uno de ellos trazó una línea, como dice 
el doctor Yelez Sarsfield : una meridiana á través del océano, 
y dió á Portugal la parte oriental y á España la parte occiden­
tal de un nuevo mundo. El mismo doctor Yelez afirma que 
este reparto hecho por un papa entre dos naciones de Euro­
pa, cuando la Europa entera tenia derecho á inmiscuirse en 
los asuntos de la América y determinar su población, civili­
zarla, en una palabra; ese reparto, decía, hecho por un papa* 
ha sido la causa de la despoblación del continente ameri­
cano.

Ellos intervenían en los asuntos mas trascendentales, en la 
guerra y en la paz; decretaban las cruzadas—según el mismo 
doctor Velez y según todos los autores—contra la decisión 
de los monarcas. Los monarcas veian atravesar su territorio 
por ejéipitos enteros, que se formaban con fines religiosos, y
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tenían que mantenerse prescindentes ante este espectáculo 
por temor siempre al poder colosal de la Iglesia.

Ellos determinaron la guerra de los españoles contra los 
moros según el doctor Yelez, causa también del atraso de la 
España en las épocas posteriores.

Ellos dieron preeminencia á los eclesiásticos en todos los 
estados ; los bienes de los eclesiásticos tenían privilegios ; la 
ley civil no alcanzaba á estos bienes.

Todo poder, toda dignidad, todo beneficio, provenia de 
abí, y todo martirio y toda opresión también, podia tener su 
origen ahí.

En esta situación, justo es reconocer que los poderes tem­
porales buscaron un medio de contrarestar este poder inmen­
so ; y, conforme fueron despertando las monarquías de la 
tierra de esta opresión, fueron introduciendo en su derecho 
civil elementos de resistencia contra este poder.

Este poder colosal, cuya muestra principal fué la inquisi­
ción, que se recuerda todavía con espanto, no ha dejado ras­
tro trascendental entre nosotros ; pero sí ha dejado salgpia 
muestra, que figura todavía como una amenaza contra los 
derechos de los ciudadanos, entendidos como los entienden 
los estados modernos.

Esta muestra son los tribunales eclesiásticos.
La defensa contra esa amenaza, son los recursos de fuerza, 

que figuran en todas las legislaciones.
No debemos mirar, señor, en esto una concesión de los 

papas; y en este punto me voy á permitir molestar un poco 
la atención de la cámara, trayendo á la vista algunos ante­
cedentes.

Se dice con frecuencia : Los gobiernos de América no 
pueden invocar las concesiones que se hizo á los reyes espa­
ñoles, como patronos de la religión : no son sus herederos; 
porque los papas concedieron á los reyes españoles, en carác­
ter personal, ciertas prerogativas.

Pero, yo sostengo, á la par de todos los hombros ilustrados 
de este país que, si concesión hubo, no fué á la persona de
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los reyes españoles, sino al representante de una soberanía; 
y que, si esa concesión tenia un motivo, ese motivo fué la 
propaganda de la religión, fué las necesidades de la con­
quista.

Si esos fueron los motivos, las causas subsisten hasta aho­
ra, porque la conquista, que comenzó ahora trescientos años, 
no ha concluido sino hace tres años, al principio del gobierno 
actual: todavía se puede encontrar fresca la tinta con que se 
imprimieron las memorias, los relatos de viajes, las últimas 
escursiones al desierto para someter á los bárbaros.

Entónces, puede decirse, pues, que el mandato de los papas 
no ha concluido, si quisiéramos nosotros entender que real­
mente ha habido un mandato.

Pero, se pregunta también : los papas, al hacer estas con­
cesiones, daban algo suyo? ¿Era una propiedad que les 
pertenecía esclusivamente ? ¿ Tenían ellos un derecho ó con­
centraban ellos el derecho de todos los hombres, habitantes 
de la tierra, tuvieran ó nó la religión católica, y ese derecho 
podían otorgarlo en la forma que lo habían otorgado á los 
reyes de España ?

Sostener esto es sostener una teoría contra la esperiencia 
y contra la historia.

Los mismos papas se verían en el caso.de no poder soste- 
ner¡semejante teoría.

En efecte ¿ cómo se hacia el nombramiento de los prime­
ros papas? ¿De dónde emanaba su poder ?

Ellos fueron nombrados por elección del pueblo, y repre­
sentaban y tenían el poder que ese pueblo había delegado en 
ellos.

Entonces, pues, si algún poder podían traspasar a otras 
manos, no traspasaban otro poder que el que habian recogido 
en el seno dehmismo pueblo á quien lo devolvían.

Esto, por ¡lo demás, está conforme completamente con las 
teorías respecto á la soberanía que priman eñ la actualidad 
en todos los hombres que piensan.

Eu ese ff.so si las concesiones de los papas, si se quiere lia-
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mar á esto concesiones y no recobro de derechos, habrían sido 
la devolución de una parte de la soberanía, á pueblos que de­
bían tenerla.

Indudablemente, todo estado debe tener una soberanía 
completa, definida, independiente de todo otro poder estraño ; 
y no se comprende ni siquiera que haya posibilidad de abu­
sos, porque no se comprende que el soberano absoluto pueda 
cometerlos.

Estas concesiones, estos derechos que se supone en deter­
minadas corporaciones ó individuos, no son sino artificios 
para aplicar de un modo mas equitativo y mas apropiado la 
forma de la soberanía en detalles particulares.

Pero dicen todavía, ó nos pueden decir los que sostienen la 
necesidad de borrar de nuestra legislación esta, parte del de­
recho : la iglesia es de origen divino; el Estado es de origen 
humano.

El mismo doctor Velez, autoridad tan respetable en este 
punto, dice que es un abuso invocar semejante pretensión 
cuando se trata de las relaciones de la Iglesia y del E stilo , 
y sostiene, como sostienen todos ahora, que si la religión es 
de origen divino, el Estado, á lo ménos, existe con el permi­
so de la divinidad.

Las funciones del Estado son tan grandes como las de la 
Iglesia, y concurren al desenvolvimiento de la humanidad en 
la misma escala.

Por consiguiente, al tratar de las relaciones del Estado y 
de la Iglesia, esas invocaciones estaría fuera de lugar.

Tanto derecho había para exijir el predominio de uno como 
de otro poder, fundándonos en esa teoría.

No es tampoco mas atinado sostener que las formas actua­
les de la Iglesia en su desenvolvimiento deben predominar 
sobre las formas actuales de la sociedad civil; en una pala­
bra, que la organización de los tribunales en lo eclesiástico 
sea mejor, y deba preferirse á la organización de los tribuna­
les en lo civil.

Porque ? Porque podría contestarse, volviendo sc^re el mis-
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mo argumento ya presentado, su pretendido origen divino, 
no les dá prioridad, han sido hechos en diferente época.

Es evidente, señor presidente, que con el último artículo 
de San Pedro, no se levantó la legislación actual; que la 
Iglesia, este edificio colosal tal cual lo encontramos formado 
hoy, ha ido haciéndose poco á poco : cada concilio ha añadido 
una cosa, cada Papa ha podido retirar algo.

Las formas de esta Iglesia se han ido acomodando á las 
circunstancias; y se ha hecho eso con todo tino. En un país 
donde encontraba gobierno débil, levantaba su dominio; y en 
otro donde encontraba un gobierno fuerte se replegaba y de­
primía sus pretensiones.

Así, pues, amoldándose á las circunstancias, respondiendo 
á las necesidades de la Cristiandad, y, muchas veces, respon­
diendo á las necesidades ó á las exijencias de lo que no era 
la Cristiandad, se ha formado el elemento que ahora tene­
mos.

^  organización de los tribunales eclesiásticos no data del 
principio de la Cristiandad; no me parece que deba insistir 
en este punto.

En el principio, no existian los obispos en la forma que loa 
hay ahora, ni había la misma cantidad de prelados, ni había 
la subdivisión de jurisdicciones, ni las clasificaciones que hay 
ahora: eso ha ido formándose como toda institución, con el 
andar del tiempo.

Entonces el origen divino en virtud del cual los tribunales 
eclesiásticos predominarían sobre los tribunales civiles, no 
puede admitirse.

Vamos á otra parte.
Los procedimientos de esos tribunales ¿ serian acaso mejo­

res que los de los tribunales civiles ?
También sostengo que no es probable que así sea.
Por una razón muy sencilla:—los procedimientos, en los 

tribunales civiles, están constantemente en estudio, son exa­
minados con toda meditación por hombres muy competentes 
y bien intencionados, son discutidos en la prensa, en los par­
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lamentos; se lleva á ellos toda la cantidad posible de saber 
humano, á fin de hacer lo mas práctico, lo mejor y lo mas 
sencillo.

Mientras que los procedimientos de los tribunales eclesiás­
ticos, como todo lo que corresponde á la Iglesia, no se mue­
ven en virtud de muy fuertes poderosas razones; cada cosa 
es secular. Como hay la creencia de que muchas de ellas ó 
todas ellas tienen origen divino, los humanos no se atreven á 
tocarlas.

De aquí resulta que los procedimientos de los cánones no 
son del todo aplicables á la vida de las sociedades modernas. 
Y no deben ser.

Yéase, pues, lo que resultaría, si acaso se borra de la legis­
lación de este recurso de fuerza.

Los tribunales eclesiásticos, con su facultad de conocer, 
podrían entonces conocer en asuntos que no fuera de su 
competencia, y el individuo arrastrado á ellos, que hubiera 
ocurrido voluntariamente, ó que fuera envuelto en alguno de 
aquellos artificios que se puede crear para hacerlos concuffir 
á un tribunal, no tendría medios de defensa, seria juzgado por 
ese tribunal sin que pudiera rechazarlo, aun cuando fuera 
evidente su falta de competencia en la materia.

Con su facultad para emplear un modo de conocer, podría 
ese tribunal emplear los procedimientos de los cánones, mu­
chos de los cuales no creo que serian de uso en estos tiem­
pos. Acaso prdria llegarse á aplicar el tormento, para obte­
ner pruebas; seria un modo de proceder.

Con su derecho de otorgar, negaria toda la apelación, y el 
individuo no tendría absolutamente elementos para salir de 
aquella jurisdicción, no podría el poder civil, y que, por otra, 
parte con el mantenimiento exclusivo del tribunal eclesiás­
tico en esa forma, se le quitaría

Y quedarla entonces violada la forma mas elemental de la 
organización de los tribuuales, aquella que dice que los tribu­
nales han de tener una competencia restringida, para enten­
der en determinados asuntos, los que señala la le^
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La tendrían entonces los tribunales, eclesiásticos, por esa 
supresión, ilimitada.

Creo, por lo tanto, señor presidente, que la Cámara de 
diputados haria bien en sostener el recurso de fuerza, con las 
tres formas en que se halla dividido. Porque me parece que 
los tres afectan fundamentalmente los derechos de los ciuda­
danos, y quizá los dos últimos todavía de un modo mas 
formal.

En efecto un tribunal, que, conoce en un asunto que no es 
de su competencia puede, á pesar de eso, conocer bien y 
aplicar los procedimientos justos y legales.

Pero un tribunal que, aunque en asunto de su competencia,, 
aplica procedimientos que violan los derechos de los indivi­
duos que niega la apelación, en fin, niega todo recurso á los 
litigantes, procede mas manifiestamente en contra de sus 
derechos, puede lesionar mas la justicia.

Señor Presidente : El poder ejecutivo crée que el recursa 
de fuerza debe ser sostenido, por lo tanto; que este recursa 
ti<£e dn origen secular, que ha sido inconmovible hasta ahora, 
que representa un derecho del Estado, que es una garantía pa­
ra los ciudadanos, y que no hay motivo ninguno que en las 
presentes circunstancias obligue á retirarlo de la legislación 
civil. Mas bien, quizá, habría motivo para pensar que deba 
afirmarse con mayor fuerza aun.

He dicho.

Sr. Estrada—Pido la palabra.
Sr. Calvo—¿ Si el señor diputado me permite que diga dos 

palabra antes que él ? ...
Es con el objeto de h acer una observación que me paree© 

puede ser útil para encaminar el debate á sus verdaderos fines.
Hasta ahora, los bellísimos discursos que hemos oido han 

tenido un efecto que puede considerarse interno; es decir 
cada uno de nosotros ha sentido vivamente lo que el orador 
ha dicho y le ha acompañado.

Pero engpi calidad de representante del pueblo argentino,,
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observo la carencia de una parte de la discusión que es indis­
pensable : es la parte constitucional.

Si en vez de mostrarme la historia antigua en todos sug 
detalles, de seguir á la humanidad en sus diferentes evolu­
ciones ; si, partiendo con la rapidez de la electricidad, dejamos 
todo eso atrás y saltando del pasado al presente ¿ por qué 
no tomaríamos la Constitución Argentina, para fundar estas 
dos proposiciones : ¿ Está ó nó perfecta y absolutamente di­
vidida la soberanía popular, en nuestro país, en tres entida­
des ? Si el peder judicial es una de ellas, estos recursos de 
fuerza atacan al poder judicial en el carácter constitucional, 
¿ ó pueden^existir á la vez el poder judicial según la Constijf 
tucion lo ha establecido, y el poder judicial eclesiástico, que 
no es ya el poder judicial civil, simultáneamente?

Si estas dos proposiciones fueran tratadas, me parece que 
tendríamos una base de criterio mucho mas exacta que aque­
lla que puede deducirse de la historia del papado como de los 
fines de la Iglesia. Porque una y otra cosa paréceme, ]j^- 
blando con todo respeto, pefectamente impertinente al caso.

Nosotros estamos aquí reunidos en representación del 
pueblo, que tiene la soberanía. Ahora, yo desearía saber por 
qué medio se podría alterar el artículo constitucional que 
nadie será juzgado sin previa ley ; cómo podría alterarse las 
diferentes divisiones existentes.

He pedido la palabra por un momento solamente, y con el 
deseo de ilustrar mi criterio, indicando á los oradores un 
punto que me parece que no se ha tocado hasta ahora.

Perdóneme el señor diputado por Buenos Aires que haya 
abusado de su bondad.

He dicho.
Sr. Presidente—Tiene la palabra el señor diputado por 

Buenos Aires.

M'K*. J S E & tm e lil—Señor Presidente :
El señor ^Ministro de Justicia ha dicho con muchísima 

exactitud queéla cuestión.que está á la considerad^ de la
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Cámara no es una cuestión de teología, aunque se roza con 
ella, como todas las de esta naturaleza, sino una cuestión de 
derecho público eclesiástico, en cuanto afecta las relaciones 
de la Iglesia con el Estado.

Partiendo de esta manera de apreciar la naturaleza de la. 
cuestión en debate, el señor Ministro también decm : El re­
curso de fuerza presenta á su favor, prima facie, el título de 
la antigüedad : es inmemorial en Europa, y es, en América, 
tan antiguo como la conquista.

Después entraba á indagar cual ha sido su fundamento,— . 
parte de su discurso de que me ocuparé mas tarde.

Por el momento me detengo en esa su primera observación,, 
porque yo deduzco de los datos que el señor Ministro adujo 
en seguida de plantear así la cuestión, una consecuencia com­
pletamente contraria á la suya.

Si el señor Ministro de Justicia entiende que esta cuestión 
afecta las relaciones de la Iglesia y el Estado, tiene, necesa­
riamente, que convenir también en que es un punto que no 
puede ser competentemente definido, sino por concordia en­
tre la Iglesia y el Estado.

Ahora, si los textos que pueden alegarse, existentes en 
nuestra legislación antigua y en la legislación europea, rela­
tivos á recursos de fuerza, no son producidos por concordias 
entre la Iglesia y el Estado, también tendrá el señor Ministra 
de Justicia que reconocer que esos textos no forman parte del 
derecho legítimamente constituido, y desaparece el título de 
antigüedad, cuyo valor estimaba en tanto, en favor de sus 
ideas.

En verdad hay muchos publicistas que dicen que es. 
inmemorial en Europa, el recurso de fuerza ; pero lo dicen en. 
el sentido de que no puede establecerse con precisión cual es. 
la fecha en que esa pretensión del Estado comenzó á hacerse 
efectiva ; conviniendo sin embargo, en que no remonta, mas 
allá, como decía el señor diputado por Buenos Aires hace un 
momento, del siglo XYII para España y del siglo XYI para 
Prancia. <>
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Indagaba el Señor Ministro cuáles habrían podido ser lo? 
fundamentos por los cuales el Estado reivindicaba esta facul­
tad de hacer intervenir por medio del recurso de fuerza á los 
tribunales civiles en el radio de acción de los tribunales ecle­
siásticos, y llegaba á la misma conclusión, á que, sin embar­
go de ser tan prolijo, tan erudito en todas sus otras investi­
gaciones llegaba el famoso jurisconsulto Solorzano Pereyra: á 
resolver la cuestión con una sentenciado Séneca el tráo-ico,O  7

en la cual se afirma que el soberano debe proteger á todos 
sus súbditos.

El señor Ministro trazaba el cuadro del conflicto en que la 
la Iglesia y los poderes civiles han estado en Europa, durante 
largo número de años.

Yo no comparto de ninguna manera ( innecesario es de­
cirlo ) su manera de apreciar estas cuestiones.

Si es verdad que la Iglesia ha dominado por largos siglos 
todas las manifestaciones de la vida, y toda la dirección del 
movimiento social de los pueblos, es verdad también, cgÍ o 
lo dice Macaulay, que no era un ultramontano sino un pro­
testante, que ha dominado como domina el sol los astros.

Convengo sá con el señor Ministro en que el recurso de 
fuerza es, de parte del poder civil, un medio de hostilidad 
contra la Iglesia.

El lo llama de defensa, yo lo' llamo de agresión.
Pero si reconoce que es una arma de defensa, reconoce que 

es una arma'de guerra en poder del Estado, y es evidente que 
no se puede suponer que haya jamás formado parte del dere­
cho constituido por concordias entre la Iglesia y el Estado.

Basta, por consiguiente, considerar la cuestión en el propio 
punto de vista en que la ha colocado el señor Ministro, para 
destruir la base de todo su razonamiento que es la antigüedad, 
la posesión legítima de parte del Estado de la pretendida fa­
cultad.

Nos decia el señor Ministro también que lo que es nuevo 
en el mundo es la existencia de los tribunales de H Iglesia,
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de jueces eclesiásticos encargados de ejercer una jurisdicción 
en el foro externo.

Si el señor Ministro afirma que es inmemorial la existen­
cia de los recursos de fuerza, no puede decir que es moderna 
la existencia de los tribunales eclesiásticos.

Señor Ministro de Justicia, Güito é Instrucción Pública— 
Si me permite...

Yo no be afirmado semejante cosa : no be dicho que son 
modernos. Lo que be dicbo es que no todo lo que hay en la 
Iglesia es contemporáneo con su nacimiento; que eso ba ido 
formándose poco á poco, y no creo que baya persona alguna 
que sea capaz de sostener, que desde el nacimiento de la 
Iglesia, ya estaban organizados sus tribunales en la forma en 
que lo están actualmente.

Pero no be dicbo que sean nuevos, desde que contra esos 
tribunales se levantaba el recurso de fuerza. Guando menos, 
serian contemporáneos de'aquella resistencia.

Qc. Iletrada—Contestaré al señor Ministro de Justicia, ya 
que acaba de decir que no espera encontrar persona que afir­
me que la existencia de los tribunales con jurisdicción exterior 
es contemporánea de la fundación de la Iglesia, que ba en­
contrado á esa persona.

' En efecto, en el Evangelio mismo consta que el Señor reco­
mendaba ásus discípulos que controvertieran dentro del seno 
mismo de la Iglesia, las cuestiones que entre ellos pudieran 
surgir.

En las epístolas de San Pablo, bay dos pasajes : en unos 
dá reglas sobre procedimiento en materia de juicios al Obispo 
Timoteo, y reconviene en otra á los fieles de Corinto por 
cometer el abuso de llevar sus contiendas ante los jueces pa­
ganos de los tribunales seculares.

Señor Ministro de Justicia, Güito é Instrucción Pública—  
¿ Á  cuántos siglos del nacimiento de la Iglesia ?

Señor Estrada—En tiempo de San Pablo señor.
Señor Ministro de Justicial Güito é Instrucción Pública—  

Pero ¿á Cuánto tiempo del nacimiento de la Iglesia ?
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Señor Estrada—El año 66 de Jesucristo.
Señor Ministro de Justicia, Cidto é Instrucción Publica— 

Sesenta y seis años hacia, lo que no era ya contemporáneo 
del nacimiento de la Iglesia.

Había Obispos en aquel tiempo ; pero tampoco había tri­
bunales.

Señor Estrada—Los hubo desde la resurrección del Señor.
Los Obispos fueron investidos de facultades judiciales en 

el fuero exterior. Los tribunales de la Iglesia son, por con­
siguiente, contemporáneos de su nacimiento.

Y habiendo sido arrastrado por la interpelación del señor 
Ministro á demostrar la existencia de estos tribunales en épo­
cas tan primitivas, escuso, señor Presidente, otros anteceden­
tes fque podrían también demostrarla así como su libre 
funcionamiento á través de los siglos.

Queda, por consiguiente probado que la existencia de los 
Tribunales de la Iglesia es tau antigua como ella, y queda 
también probado que la existencia de los recursos de fuerza 
no es antigua ni debida á concordia entre la Iglesia y el Esta­
do, sino que, por la propia confesión del señor Ministro de 
Justicia, ha sido una arma de guerra del Estado contra la 
Iglesia.

El señor Ministro de Justicia añadió que no hay razón 
ninguna para conjeturar que en los Tribunales de la Iglesia, 
encuentren los litigantes suficientes garantías, ya por razón 
del procedimiento, ya por la competencia de los jueces.

Los Tribunales de la Iglesia son compuestos de hombres, y 
no creo que sean hombres superiores á ellos los que compo­
nen los Tribunales civiles, y, como se ha demostrado perfec­
tamente, la facultad de interpretar la ley corresponde á los 
Tribunales de la misma naturaleza que los poderes de los 
cuales emana.

Y recordaba á este propósito el señor Ministro el antiguo 
y famoso Tribunal de la Inquisición.

Desgraciadamente, no se puede tocar cuestión alguna, en 
la cual se ventile derechos de la Iglesia, sin quc%este fantas-
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ma de la Inquisición se haga aparecer de una manera 6 de 
otra.

Yo no negaré al señor Ministro los abusos á que ha llega­
do el Tribunal de la Inquisición en España y en Portugal. 
Pero yo quiero preguntar, sí, al señor Ministro de Justicia, 
si han sido los recursos de fuerza acaso, si ha sido la acción 
del Estado, si ha sido la intervención del poder civil, la que ha 
morijerado á esos Tribunales, la que ha servido de amparo 
á todos aquellos que podían ser víctimas de sus abusos.

No fue por medio de los recursos de fuerza, no fué por 
medio de los reyes, como la Inquisición fué contenida en sus 
abusos.

Fueron los Papas Sisto 4o, Julio 2o, León 10 y otros, es 
decir, las autoridades superiores de la Iglesia las que, para 
ejercer actos de misericordia aun sobre los criminales, redu­
jeron, dentro de los términos estrictos de la justicia y de la 
caridad, los procedimientos de esos tribunales, ó por lo menos 
hicieron esfuerzos enormes, no siempre seguidos de éxito por 
ciJfceguirlo , y no siempre seguidos de éxito porque venian 
á contrariar á esos mismos poderes temporales, á los cuales 
el señor Ministro de Justicia'decia que deben entregarse loa 
hombres, dándoles la soberanía ilimitada y absoluta, porque 
son los únicos capaces, por su propia naturaleza, de protejer 
el derecho y la justicia.

' Sin duda, señor Presidente, que el Estado tiene una sobe­
ranía; sin duda esa soberanía, como el señor Ministro de 
Justicia decia, viene de Dios; pero todas las potestades vie­
nen de Dios ordenadamente., en una gerarqnía á la cual se 
acomodan por la razón de sus fiues, y de su-naturaleza ade­
cuada á sus fines.

El Estado es la sociedad uniformada por el principio de 
autoridad, á fin de definir el orden de derecho, y concordar 
todos los órganos que la constituyen. Es el principio formal 
del organismo social.

Pero el fin del hombre no se consuma sobre la tierra; el 
fin del h^nbre se consuma en una vida ulterior. La Iglesia
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■es el órgano de la revelación divina; ella tiene la potestad de 
enseñar, ella tiene la misión de llevar á los hombres á su fin 
último y supremo.

Por eso la Iglesia escapa del rádio del organismo social; 
por eso forma un orden de relaciones diverso ; por eso forma 
una sociedad perfecta, es decir una sociedad soberana, y 
siendo una sociedad saberana, no es un colegio nacional den­
tro del Estado sometido por consiguiente á la soberanía local; 
tiene existencia propia, tiene la facultad de dictar leyes y de 
organizar los medios de hacer efectivas estas leyes.

Tiene, por consiguiente, una potestad legislativa, como 
tiene una potestad docente, y tiene también la potestad judi­
cial independiente de la del Estado, y que no puede en ma­
nera alguna ser trabada.

Ahora, si esta doctrina, que es la única sobre la cual puede 
hacerse reposar un orden de instituciones verdaderamente 
regular y libre, se opone á aquella otra, según la cual la sobe­
ranía de los Estados no reconoce ningún límite y se estij^de 
á todo cuanto pueda concebirse, á todo cuanto puede ser 
imaginado, entonces se lleva á los pueblos á estremos total­
mente contrarios de aquellos que el señor Ministro de justicia 
ha manifestado amar tanto

El principio del derecho divino de los reyes, que es un 
principio anti-católico, se vé renacer en los tiempos modernos 
bajo la paradoja de la soberanía del pueblo. Atribuyendo á 
un sugeto ó á otro un poder que no reconoce ningún límite, 
un poder que no está enfrenado ni por la autoridad de la 
Iglesia ni por el derecho natural ni por ninguna otra regla, se 
constituye una verdadera, positiva y fundamental tiranía.

Esa tiranía era la forma de*constitucion de todos los Esta­
dos paganos. Contra ella ha reacionado el Cristianismo, 
precisamente en virtud de este principio de la libertad de la 
Iglesia, de su soberanía absoluta; y en los tiempos calamito­
sos de la Edad Media y poco después, ejerciendo ese grande 

que parecia censurar el señor^Ministro de Justicia.. .
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Es verdad que en siglos de mayor fé, los Papas han absuelto- 
pueblos del vínculo de fidelidad y .han destronado á reyes.

De esa manera, señores, han contenido á los tiranos, y han 
enfrenado los movimientos anárquicos de las naciones! De 
esa manera han constituido la civilización moderna y han 
fundado ese régimen de libertad de que boy dia quiere pri­
varse solamente á la Iglesia.

Si hemos de sostener, por consiguiente, las verdade­
ras y sanas doctrinas sobre las cuales se funda todo este 

' régimen de instituciones—que amo yo tanto como el señor 
Ministro de Justicia,—ha de ser dejándolo sobre su base na­
tural, y no sacándolo de la única fuente que’ contiene abun­
dante sávia para rejuvenecerlo y mantenerlo en su vivacidad 
y movimiento.

Pasando ahora á la observación que el señor Diputado por 
la Capital tuyo la bondad de hacerme ántes de que yo tomara 
la palabra, diré brevemente, que del punto de vista constitu­
cional, hay dos consideraciones que tener en cuenta.

fia  Constitución Argentina es, eu lo sustancial, cristiana 
reconoce la existencia de la Iglesia, no como una comunidad 
accidental,— formada por participación de ilusiones ó de 
preocupaciones, organizada dentro del territorio argentino* 
—sino la Iglesia, la Iglesia como sociedad perfecta, la Iglesia 
como sociedad de doctrina, cemo sociedad revestida de poder, 
como depositaría de la revelación cristiana. Y establece que 
las relaciones del Estado con la Iglesia deben ser definidas 
en la forma de un Concordato.

Por consiguiente, no se arroga la Constitución la facultad 
de que el poder político ó civil dirima por sí mismo todas 
estas dificultades y zanje todas estas cuestiones ó contra- 
versias,

Es verdad que hay artículos en los cuales se refiere al Pa­
tronato ; y los hay que se refieren á otras de las regalías, 
tradicionales del Estado español, que se presume, por algu­
nos, haber sido trasmitidas á los gobiernos independientes 
de Amer^a. Pero es entendido que esas declaraciones ó
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cláusulas ■ de la Constitución tienen solo un valor condi­
cional.

La Constitución establece qué poderes ejercerán tal ó cual 
facultad, si será el Poder Ejecutivo ó el Judicial, pero es en el 
caso que la potestad supuesta en el ejercicio de esta facultad 
sea adquirida por el Estado. ¿ En qué forma ? En la forma 
correcta, en la forma que viene del principio de la indepen­
dencia de la Iglesia respecto del Estado, en la forma que la 
Constitución misma establece cuando dice que debe celebrarse 
Concordatos entre la Iglesia y el Estado.

Ha recordado también ei señor miembro informante de la 
Comisiou, creo, que la-Constitucion de 1853 habia establecido 
como una de las facultades de la Suprema Córte de Justicia 
la de entender en los recursos de fuerza.

El número ocho de “ El Redaclor ” de la Convención revi- 
sora de la Constitución de Buenos Aires contiene una exposi­
ción que creo poder atribuir al señor doctor Velez Sarsfield y 
que sirvió de base á la eliminación de esa cláusula.

Es verdad que, como el señor miembro informante lo 
cordó al principio de esta sesión, el señor doctor Velez decia 
que los recursos de fuera podían ser una facultad de los tribu­
nales de provincia, mas bien que de los tribunales nacionales. 
Pero lo decia condicionalmente : en el caso de que los recursos 
de fuerza subsistieran.

Por lo demás, el señor doctor Velez era adverso á los re­
cursos de fuerza, y contra ellos espuso razones análogas á las 
que el señor Diputado por Córdoba manifestó en la sesión 
del viérnes pasado, cuando contestó á mi primer discurso.

No creo que haya en la Constitución ningún otro antece­
dente relativo á la materia, sino estos dos : la eliminancion 
de los recursos de fuerza; antecedente que no es por cierto 
favorable á aquellos que creen interpretar bien el espíritu de 
la Constitución sacándolos del fuero federal, para llevarlos al 
fuero provincial; y el reconocimiento esplícito que ella hace 
de la necesidad de celebrar Concordatos con la Santa Sede, 
para dirimir todas esta3 cuestiones.
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Demostrado por consiguiente, que aun cuando diéramos á 
la Constitución la interpretación más rigurosa, llegaríamos 
siempre á consecuencias perfectamente concordantes y con­
gruentes con la buena doctrina cristiana,—que es la buena 
doctrina social y política,—insisto en aconsejar á la Cámara, 
no obstante las razones espuestas por el señor Ministro de 
Justicia, la eliminación del inciso que está en discusión.

He dicho.

Sr. Ministro de J. G. é I. P.—Pido la palabra.
Quiero dejar espresada con precisión mi idea repecto á nn 

punto que no es de importancia, pero que tiene ciertas atin­
gencias cou la erndicion en esta materia, en la cual confie­
so la inmensa superioridad del señor diputado que deja la 
palabra.

Lo que he dicho, quiero decir, que es y será verdad, es lo 
siguiente : que la organización actual de la Iglesia con todos 
u elementos, con todos sus recursos, con todos sus tribunales 

^on todas sus autoridades, en una palabra, no es ni ha podido 
ser contemporánea con el nacimiento de osa Iglesia.

El señor diputado me contestó al momento, habia obispos, 
habia. . . .

Sr. Goyena—Y es cierto .. . .
Sr. Ministro de J. G. é I. P.—Si le llaman obispo á San 

Pedro !
Sr. Goyena—Sí, señor. . . .
Sr. Ministro de J. G. é I. P.—Pero no en las condiciones, 

que entendemos nosotros como propias de los obispos actuales 
y las que la Camara ha entendido apreciando lo que he que­
rido decir al referirme á la organización actual de la Iglesia. 
Es Evidente. ¿Dónde estaba la catedral, el cabildo. . . .

Sr. Jostrada—'En el Cenáculo.
Sr. Ministro de J. G. é I. P.—Así, con esa clase de metá­

foras, habia de todo desde el principio del mundo !
Sr. Estrada—Me pregunta dónde estaba ubicado un esta­

blecimiento, y yo se lo digo.
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Sr. Ministro de J. G. é 1. P.—Pero existía la organización 

actual. No son los cánones de aquel tiempo. Es sabido 
que toda |la legislación se ha formado poco á poco. Y el 
señor diputado por mas erudición que tenga, no puede decir 
que todo ha salido de golpe, después del último suspiro de 
Jesu-Cristo : obispos diáconos, sub-diáconos, chantres, so­
chantres !—( Risas y aplausos. )

Siento que se hagan manifestaciones inadecuadas con mo­
tivo de lo que acabo de decir. Este es un argumento for­
mal, y lo presento corno tal.

Sr. Estrada—Por eso le digo formalmente también : que 
en lo que el señor Ministro quiere llamar la catedral, en el 
Cenáculo, el dia de la ascensión del Señor había obispos, 
presbíteros, diáconos, sub-diáconos,

Sr. Mmistro de J. G. é I. P.— . . .  .Cardenales, obispos... 
y todo lo demás ! Sostengo que no habia tal cosa.

Muy bien, señor; si se ha formado así esa legislación, sa 
ha formado dé un modo anormal.

Yo no puede admitir que así se haya formado ! ♦
Si ha formado así, se ha formado en contra, de todas las 

reglas hu-manas de procedimiento, que obligan á ir poco á 
poco, añadiendo, quitando según sean las necesidades que 
haya que atender.

Hay otro punto que no quiero dejar pasar, que ha tocado 
el señor diputado.

El ha dicho : la Iglesia tiene sus preminencias, no es al- 
canzable por el poder civil, vive de un modo especial, aparta­
da de las reglas generales de la sociedad civil, constituye una 
sociedad perfecta; tendrá relaciones, pero no tiene subordina­
ciones.

Creo que estas son poco mas ó menos sus palabras, ¿ no es 
así ?

Sr. Estrada—Sí, señor.
Sr. Ministro de J. G. é I. P.—Muy bien, 

b Nada de eso puede tener una entidad que no puede hacer 
respetar sus decisiOTies, que necesita del poder o^il para
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hacerlas efectivas, que no puede vivir sin el poder civil, que 
no tiene ni la menor sombra del poder desde el momento en. 
que le falte el apoyo de la ley civil.

Sr. Goyena—¿ Quién apoya á León X III ?
Sr. Ministro de J. G. é I. P.—La soberanía...
Sr. Goyena—La soberanía del Papa.
Sr. Ministro de J. G. é I. P.—¿ Cómo ha de ser la Iglesia 

soberana si no puede hacer respetar sus principios y sus dis­
posiciones por su propia autoridad, y sin el apoyo de una 
entidad extraña ?

Sr. Estrada-r-En buenas instituciones cristianas, señor 
Ministro, el Estado debe la protección de sus.fuerzas á las 
disposiciones de la Iglesia.

Sr. Ministro de J. G. é I. P.—Esto es la mismo que decir: 
El estado conserva su soberanía y la puede 'prestar á la Igle­
sia, pero residiendo en él

Sr. Estrada—Lo debe.
^  Sr. Ministro de J. G. é I. P.—Muy bien.

Entonces esta sociedad tan perfecta de que el señor dipu­
tado nos habla, es uua sociedad imperfecta, á mi modo de en­
tender, porque no puede hacerse efectiva su institución sino 
con el concurso, con la concesión y cou la fuerza que le pres­
ta el poder civil. Por eso sostengo que no hay mas poder 
quee 1 poder soberano del pueblo, representado por su- go­
bierno.

El señor diputado nos decía que este era un poder opresor.
No, señor, no es exacto; nadie se oprime á sí mismo !
Eso seria lo mismo que sostener que la circulación de la 

sangre es un gérrnen de muerte, cuando mantiene la vida.
Nadie puede decir que se tiraniza á sí mismo cuando se 

hace un acto de su propia voluntad : esa es una prradoja !
Sr. Estrada —La soberanía de la multitud es la opresión 

de todos los individuos.
Sr. Gómez—Y en nombre de la voluntad de esa muche­

dumbre es que el señor diputado está sentado en este recinto.
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Sr. Goyena—¡ El señor Ministro sostiene que la policía es 

mas que la Suprema Córte !
Sr. Leguizamon—-Pido la palabra.
Sr. Presidente—Invito á la Cámara á pasar á cuarto inter­

medio, después del cual hará uso de la palabra el señor di­
putado.

—Así se hace.
—Pocos momentos después continúa la sesión.
Sr. Presidente—Tiene la palabra el señor diputado por 

Entre-Rios.
Sr. Leguizamon—Señor Presidente: Entro en esta discu­

sión con el temor natural que debe supenerse cuando ella ha 
sido tratada estensa y lucidamente por algunos de los prime­
ros oradores que tiene la Cámara.

Mi opinión habria sido, como lo manifesté á alguno de mis 
honorables colegas, anteriormente, no dar una extensión tan 
considerable á este debate.

Pero respetando la libertad natural que cada uno de los 
miembros do la Cámara tiene para la esplanacion complettP 
de sus ideas, creo, á mi vez que debo tocar, aunque no sea 
mas que de paso, ios tópicos que se presentan como domi­
nantes en el punto incidental de la ley que discutimos.

Hay desde luego, á mi entender, una cuestión de forma 
que afecta á las reglas parlamentarias de la discusión.

Esa cuestión de forma, seria, á mi juicio, esta : Nos esta­
mos ocupando, en una ley de orgazacion de los tribunales, de 
las facultades que deben tener los jueces y corporaciones ju­
diciales que hemos organizado por esa misma ley.

Al llegar al punto que se relaciona con las facultades que 
deben tener las Cámaras de Apelación con los Tribunales de 
la Capital, se encuentra este inciso, en el cual se ha detenido 
el debate. La Cámara de lo Civil conocerá en última instancia 
de los recursos de fuerza.

La sola manera de redactarse este inciso, demuestra qúa 
no se trata de una cosa nueva sino de algo que se encuentra 
establecido, incorporado á nuestradegislaciony que tpneuna
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denominación y un sentido completo en la inteligencia gene­
ral de todos los que manejan esta clase de asuntos.

Lo pertinente entonces, á mi entender, es dicutir si con­
viene atribuir el conocimiento de los recursos de fuerza á la 
Cámara de lo Civil de la Capital, ó si á algún otro Tribunal.

Me habría explicado, desde este punto de vista, que hubie­
sen hecho objeciones respecto á la conveniencia y propiedad 
de atribuir á la referida Cámara el conocimiento de este 
asunto; pero no me explico claramente cómo es qué se viene, 
con motivo de este incidente, á discutir la existencia, legali­
dad y conveniencia de los recursos de fuerza.

La Comisión se encuentra entonces en su verdadero terreno 
cuando sostiene que, dicutiéndose esta ley en el punto á que 
me he referido, la Cámara de'lo Civil debe conocer en última 
instancia de los recursos de fuerza.

No se trata de una ley de procedimientos en la cual seria 
permitido sostener, ámpliamente ó restringir las materias que 
deben comprender los asuntos que se llevan ante los tribu­
íales.

Esa seria entonces la cuestión de fondo : saber si deben 
existir ó no en nuestros procedimientos judiciales los llama­
dos recursos de fuerza.

La discusión debia detenerse en este punto, y creyendo 
que es lo correcto no pasar de allí, habia pensado, y así lo 
haré, votar por el inciso como lo propone y lo sostiene últi­
mamente la Comisión.

Sin embargo, como el hecho de haber penetrado en el 
fondo del asunto y de haber entrado á discutir con entera 
libertad las cuestiones que directa ó incidentalmente se rela­
cionan con el fundo de ella, pudiera dejar en el ánimo de 
algunos miembros de la Cámara la convicción de que este 
inciso está mal colocado donde la Comisión lo ha propuesto, 
voy á entrar, aunque sea ligeramente, á examinar también 
el fondo del asunto bajo su faz constitucional y bajo su faz 
legal.

Los rfpursos de fuerza existen incorporados á nuestro de-
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recho público, desde nuestra existencia independiente como 
Nación. Existían antes también incorporados al derecho 
público de nuestra madre, la España, desde varios siglos an­
teriores á nuestra independencia.

Los. motivos por los cuales ellos fueron creados y tomaron 
un asiento en las leyes españolas, han sido dados de una ma­
nera somera, atribuyéndose por unos al sentimiento de la 
independencia del poder civil, en oposición al poder absor­
bente de la Iglesia ; por otros, como un medio de defensa 
para los derechos del ciudadano que actúan en la vida celec- 
tiva de una nación.

No me seria dado, señor Presidente, pronunciarme de una 
manera firme y segura sobre la propiedad de una ú otra de 
estas explicaciones ; basta á mi propósito y á mi convicción 
hacer presente que uno de los primeros actos de nuestras 
autoridades, después de la independencia, fue recordar la 
existencia de los recursos de fuerza y atribuirlos al poder 
civil de la República. ^

El decreto de 1813, muy poco posterior á la proclamación 
de nuestra independencia, los cousignó de una manera espre- 
sa como atribución de los altos tribunales civiles. El regla­
mento del Congreso del año 17 confirmó la existencia de los 
recursos de fueza como una atribución de los altos tribunales 
civiles del país; y todas las leyes y decretos posteriores, 
comprendido el decreto del año 34, que organizó y estableció 
los tribunales eclesiásticos, confirmaron siempre y de una 
manera uniforme la existencia de los recursos de fuerza como 
un derecho innegable del poder civil para los casos que él 
los comprenden.

La Constitución del 53, que se ha recordado antes, consi­
gnó la existencia de estos recursos de fuerza y atribuyó su 
conocimiento, según también se ha recordado, á la Suprema 
Córte de la Nación

La reforma del año 60, sacando el conocimiento de estos 
asuntos de aquel Supremo Tribunal, los reservó para el cono­
cimiento de los altos tribunales de provincia, pun^j en el
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cual existe una paridad casi completa á aquel que se relacio­
na con la jurisdicción sobre la prensa ; el cual también, por 
una coincidencia casi feliz, ha venido incidentalmente á tra­
tarse en la discusión de esta ley, deteniéndola en su marcha 
al parecer natural y tranquila. Tanto el conocimiento de los 
recursos de fuerza como la jurisdicción sobre la prensa fue 
dejada por la Constitución de 1860 al conocimiento de los 
tribunales provinciales.

El dia que la ciudad de Buenos Aires fué declarada Capital 
de la República y que se juzgó necesario, como condición de 
su vida regular, dotarla de tribunales especiales para la admi­
nistración de justicia, la disposición que hoy discutimos fué 
consignada también en los mismos términos como atribución 
acordada á la Cámara de Apelaciones en lo Civil.

El proyecto que hoy se presenta no hace, entonces, sino 
confirmar de una manera exacta lo que ya era parte de nues­
tro derecho público antes de ser una Nación independiente 
^m o República; lo que ha sido confirmado por cien actos du- 
ante el largo tiempo que hace á que somos una Nación so­
berana ; lo que fué consagrado últimamente por la ley de 
1881, cuando, por primera vez la República se dió su Capital 
definitiva.

Recuerdo á designio estos antecedentes legislativos con 
respecto al asunto, .para hacer esta pregunta : ¿ qué motivos 
graves y extraordinarios podrían encontrarse hoy para borrar 
de una plumada lo que está adherido á nuestro derecho como 
Nación, después de una tradición tan prolongada? ¿Qué 
causas tan sérias, qué acontecimientos particulares han podido 
ocurrir desde 1881, hasta la fecha, para que el mismo Con­
greso Argentino que sancionó hace apenas cinco años esta 
reforma por una inmensa mayoría (49 votos contra 19, me 
parece, ) puede haber modificado su opinión al estremo de 
que sea necesario volver sobre el pasado y suprimir de una 
ley de organización de los tribunales la facultad que se con­
signa en el proyecto que discutimos ?

Me p^mito llamar la atención de la Cámara sobre esta
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consideración al parecer incidental, sin embargo* de gran 
trascendencia para mi espíritu.

Pero se dice, señor Presidente, lo que se ha dicho siempre: 
Los recursos de fuerza importan una depresión, un ataque á 
la independencia de la Iglesia católica.

Acabo de decir: “ lo que se ha dicho siempre, porque 
desde que existen los recursos de fuerza la Iglesia ha pen­
sado siempre lo mismo, y á pesar de haber ella pensado 
de esta manera y de haberse manifestado consecuente, como 
en la generalidad de sus actos, con su propia posición, los 
recursos de fuerza han existido, se han practicado y se con­
servan en el poder nacional como uno de los medios de acción 
que se deducen de la propia soberanía.

Para justificar esta aseveración, de que,los recursos de fuer­
za son un ataque á la independencia de la Iglesia, se afirma 
que ellos van en su alcance hasta revocar ó anular los fallos 
de los tribunales eclesiásticos. •

La afirmación seria verdaderamente lógica, si el hecjj^ 
fuera completamente cierto.

Pero, no es cierto, señor Presidente.
Los recursos de fuerza no tienen mas alcance que la mate­

ria de forma.
Cuando un juez civil conoce de cualquiera de los recursos 

de fuerza no va al fondo del asunto en sí. Respeta entonces 
siempre lo que constituiría la independencia de la Iglesia, lo 
que es de su facultad privativa : lo espiritual, el dogma, lo 
disciplinario.

Bastaría examinar cualquiera de los tres recursos de fuerza 
para comprender que mi afirmación es exacta y que ella 
reposa en la disposición espresa de las leyes que crearon los 
recursos de fuerza, y que los han reglamentado durante la 
dominación española y posteriormente, durante nuestras le­
yes patrias.

En el primero de esos recursos, en el de conocer, que, 
como se ha dicho con entera propiedad, se reduce á una 
cuestión de compentencia, el tribunal se limita á eJIiminar,3
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prima facioe, la materia que constituye la contienda, y á decla­
rar,si á su juicio es materia de jurisdicción civil, que los autos 
pasen al juez que corresponde, y, si es materia eclesiástica, á 
devolverlos al juez eclesiástico para que siga conociendo del 
asunto.

Como generalmente la contienda de competencia es preli­
minar á todo juicio, no hay propiamente nada en discusión, 
sino la simple enunciación de una demanda.

La autoridad civil no necesita, entonces pronunciarse sobre 
este primer recurso, ni entrar al fondo de la materia que se 
discute, ni revocar, ni anular, ni desconocer ningún procedi­
miento del juez eclesiástico.

La declinatoria es una excepción previa al juicio.
El que conoce de la excepción, lo saben todos los que tie­

nen nociones de jurisprudencia, no necesita conocer del fondo 
del asunto.

Er* el segundo de los recursos, aquel que se refiere al modo 
de conocer y proceder, el juez civil, autorizado para conocer 
de ese recurso, no hace sino examinar si se han violado los 
procedimientos esenciales al juicio, en la demanda, en la con­
testación, en los medios de defensa, en los términos, y se 
pronuncia en favor de la violación del procedimiento, que es 
lo que se llama la fuerza, 6 declara que se ha procedido bien, 
devolviendo en uno y otro caso, los autos al juez eclesiástico 
para que acuerde la reforma del procedimiento en garantía 
del litigante, ó para que continúe su procedimiento.

En este caso tampoco el juez civil interviene en el fondo de 
la materia del asunto, que es en lo único que el tribunal 
eclesiástico puede cifrar su independencia, porque se relacio­
na con sus facultades privativas sobre el juicio. El tercero 
de los recursos de fuerza que es el que consiste en denegar 
una apelación, como se dijo pefectamente, puede muy bien 
ser incluido en el segundo de los recui’sos, porque, al fin, se 
trata simplemente de una violación de procedimiento, ó de 
aviriguar si se ha violado una garantía para un litigante; y 
la investigación del juez civil se limita completamente, á sa­
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ber si ha sido violada la garantía del litigante, en negarle ó 
acordarle un recurso que por derecho habria debido corres- 
pondele.

Si á esto se agrega que los procedimientos regulares del 
juicio, tanto en lo civil como en lo eclesiástico, son comunes, 
porque son de derecho natural, y aquellos que son de simple 
derecho positivo están generalmente armonizados, se vé que 
el juez civil no interviene por razón del conocimiento del 
recurso propiamente, en el fondo del asunto, en lo que cons­
tituye la peculiaridad, la independencia de la Iglesia.

¿Porqué existen entonces los recursos de fuerza, se pre­
guntas algunos? Y han llegado á decir: En la situación 
actual de la sociedad moderna estos recursos no tienen efecto, 
no tiene eficacia, no tienen aplicación.

Indudablemente que no la tendrían, señor Presidente, si 
el objeto de los recursos de fuerza hubiese sido solo muñir 
al poder civil de facultades transitorias de defensa ó de hos­
tilidad como algún señor diputado ha creido que eso signifi­
caban los recursos de fuerza; pero cuando se demuestre, 
como me parece que será fácil, que los recursos de fuerza 
responden á necesidades sociales y políticas de un carácter 
superior y permanente ; cuando se recuerde lo que acabo de 
manifestar, que ellos respetan siempre en el fondo la inde­
pendencia del poder eclesiástico, me parece que será fácil 
llegar á estaconsecuencia : los recursos de fuerza deben man­
tenerse porque son en poder de la sociedad civil, un medio 
indispensable de la protección sobre los ciudadanos sometidos 
ó un poder eatraño dentro de su territorio, como es el poder 
de la Iglesia.

La Iglesia es un poder independiente, se'dice; y se agrega 
como una cosecuencia de esta independencia; es una sociedad 
perfecta.

Me parece que el señor Ministro ha demostrado con una 
observación, hace un momento, que no es una sociedad per­
fecta, desde que necesita para la ejecución de sus actos, pedir 
auxilio al poder civil. •
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Pero, en fin, no entra en mi propósito examinar en detálle­
las condiciones de perfección que la Iglesia pueda tener como- 
una sociedad. Basta simplemente presentar la cuestión bajo- 
esta faz.

Es una sociedad independiente, una sociedad perfecta, una- 
institución soberana.

Como yo no concibo que puedan coexistir dos soberanos- 
en el territorio nacional, con iguales medios de vida, con 
iguales propósitos de dominación, ejercitándose sobre la mis­
ma masa de seres que se llaman los ciudadanos: deduzco 
entonces, que la sociedad eclesiástica debe ser superior á la- 
sociedad política, y en este caso ésta le debe estar subordi­
nada ; ó bien que la sociedad eclesiástica debe ser inferior á 
la sociedad política, y en este caso la sociedad eclesiástica 
debe estar en algún sentido subordinada á aquella.

No pudiendo coexistir dos soberanos igualmente poderosos 
y con medios completos de acción sobre los ciudadanos, es- 
indispensable reconocer que para la armonía social, para evi­
tar la anarquía de todos los intereses que se relacionan con. 
los individuos, aiguien, en ciertos casos, debe tener cierta su­
perintendencia, cierta superioridad, para decidir los conflictos,, 
ó de jurisdicción ó de procedinrento, que puedan afectar la- 
conciencia, ó la vida de los ciudü.ianos.

¿ Cuál seria entonces, de estos dos poderes, el que debería 
tener esa superioridad ?

¿Cual seria el juez que resolvería los conflictos, ó en lo* 
relativo á la jurisdicción, ó en lo relativo á las violaciones del 
procedimiento, ó en lo relativo á la denegación délos recursos 
legítimos ?

¿ Seria el poder de la Iglesia ?
Me parece que ningún hombre que piense como ciudadano,, 

por más católico que sea, puede asentir á esta conclusión.
Para evitar entonces la anarquía social, en aquello que- 

afecta al conflicto de verdaderos intereses, ejercitándose so­
bre una misma persona, es indispensable que el poder civil 
sea superiolf'al poder eclesiástico.
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Si la nocion de la soberanía nacional es excluyente de toda 
otra soberanía dentro de los límites del territorio, el juez que 
emana déla soberanía nacional debe ser forzosa y necesaria­
mente superior al juez eclesiástico, porque, de otra manera, 
-completamente quedarían alteradas todas las buenas nocio- 
•de la soberanía.

La Constitución, señor Presidente, se ha fundido en el 
mismo molde de estas nociones, que son las únicas que loa 
pueblos modernos tienen, como dogma de su nacionalidad.

La Constitución no ha reconocido á la Iglesia católica como 
una soberanía igual á la soberanía nacional, dentro de su 
territorio. No hay una sola palabra, en la Constitución, de 
■donde pueda deducirse una afirmación parecida.

La Constitution ha considerado á la Iglesia católica como 
•un culto, como una religion, como una creencia. Creencia 
preferente para ella, puesto que impone al gobierno de la 
nación sostenerla.

Mientras tanto, aun la palabra misma lo traduce. N otice: 
sostener á la Iglesia católica, como un poder independiente ; 
dice : “ Sostiene el culto. ”

En Francia, se sostienen seis cultos. Cuestión de número 
simplemente.

El católico, no es, entóneos, 'a  los ojos de la Constitución, 
sino un ciudadano, un habitante. Y todavía, señor Presiden­
te, no puede ejercer su culto, sino con arreglo á las leyes que 
reglamenten su ejercicio!

Eu este caso, el católico está en las mismas condiciones del 
que no es católico, del disidente, del que teniendo garantida, 
por la constitución, la libertad del ejercicio de su culto, aspi­
ra y tiene derecho á las mismas garantías, á las mismas pre­
rogativas que el católico.

Determinando un poco la necesidad de sostener estos 
recursos, en presencia de la Ooustitucion, recordemos un 
hecho : el código civil ha sometido al conocimiento esclusivo 
de los tribunales eclesiásticos las cuestiones matrimoniales y 
-de divorcio entre católicos y protestantes.
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¿ Debemos confesar que el código civil ha atacado las garan­

tías acordadas por la Constitución, ó debemos tratar de ar­
monizar lasdisposiciones del Código Civil con la Constitución ?

Me parece que el buen criterio aconseja hacer lo último, y 
no lo primero.

¿ Con qué derecho podríamos declarar independiente de 
todo control, de toda superintendencia, al tribunal eclesiástico, 
cuando el Código Civil le ha atribuido e l ' conocimiento ésclu- 
sivo de las cuestiones matrimoniales entre católicos y disi­
dentes ?

¿No seria esto algo mas que una contradicción violenta 
con la declaración de principios de la Constitución?

¿ No sería llevar un ataqué á la conciencia de los disidentes, 
imponiéndoles la sumisión á un juez que no es el suyo, que 
no es de su creencia, ni de su culto ?

Yo deduzco, pues, de estas disposiciones de la Constitución 
y de estas disposiciones posteriores de nuestro código civil, 
q u ^ a  existencia de un tribunal civl, que conozca de todo 
aquello que afecte á las condiciones del litigante, en su 
carácter de individuo, de ciudadano, es tanto mas necesaria^ 
cuanto que es un medio de garantir las decía raciones y los 
principios consignados, respecto de cultos y de libertad de 
religiones, en la Constitución que hemos jurado.

Pero hay otra consideración que surge igualmente de la. 
Constitución.

Ella declara derechos y garantías esenciales á ia existencia, 
del ciudadano como á la del simple habitante.

Están consignados especialmente en-artículo 18.
Ningún habitante de la República puede ser penado sin 

juicio previo anterior al hecho del proceso, ni sacado de sus 
jueces naturales, ni juzgado por comisiones especiales, su de­
fensa es sagrada, su domicilio es inviolable, su corresponden­
cia y sus papeles son igualmente inviolables, para el juez.. 
No puede aplicársele tormento, ni puede ser obligado á 
declarar contra sí mismo. En fin, señor Presidente, no hay 
acción de fin hombre que pueda ser sometida á los magistra­
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dos, cuando no ataca el orden público j  no perjudica á ter­
cero.

¿ Se han escrito inútilmente estos principios en nuestra 
Constitución ?

¿ No habrá juez, en nuestra tierra, que pueda hacerlos 
efectivos, en presencia de un hombre que se presenta dicien­
do :—El juez eclesiástico ante quien he sido llamado ha vio­
lado una de las garantías que me acuerda la constitución ?

Yo pregunto si esta simple consideración no basta para 
garantir la existencia de tribunales, en el país, que, con 
jueces eclesiáastico, contraía Constitución en la mano puedan 
defender, no solo contra jueces civiles y contra todos los 
jueces de la tierra al ciudadano que invoca una garantía de 
la Constitución violada.

Esto es, pues, lo que llamaré la faz constitucional del 
asunto que se discute.

Los recursos de fuerza se hallan incorporados á nuestro 
derecho público. Los recursos de fuerza, legalmente <^nsi- 
derados, no son un ataque á la independencia de la Iglesia» 
Constitucionalmente considerados, son un modo de ejecución 
de las declaraciones consignadas en la Constitución Argen­
tina. Los recursos de fuerza tienen, pues, que ser sanciona­
dos, no digo por simple mayoría, sino por unanimidad, en 
un congreso que respete esa constitución como la fórmula 
de su juramento.

No quiero ser mas extenso, porque me parece que la 
cuestión se hallaba bastante discutida, y, naturalmente, la 
Camara debe encontrarse fatigada. Pero creo que puede 
hacerse una consideración final.

La Constitución ha establecido como atribuciones del Con­
greso, la de reglamentar el patronato nacional y la de arre­
glar el ejercicio ( son sus palabras ) del patronato.

¿ Que se entiende, entonces, por patronato ? "palabra que 
aparece también en nuestras leyes, como la de recursos de 
fuerza, sin mayor comentario.

El patronato, señor Presidente, es la regalía Acordada y
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reconocida á loa gobiernos católicos ó á las naciones católicas 
para intervenir en alguna forma en la administración de la 
Iglesia, mediante el deber que esas nación es y esos gobier­
nos contraen, de sostener el culto católico, y de apoyar á 
aquella, en las decisiones de propios jueces y de sus autori­
dades.

No entraré áaveriguar si lo que se llama el patronato fué 
una concesión graciosa de la Santa Sede en su principio, ó 
si fué simplemente una concesión obligada por el concepto 
creciente de la soberanía de los pueblos, que formularon esta 
exigencia como un medio de vida, y de acuerdo con la Santa 
Sede. Me inclino á creer lo segundo; pero en fin, admito 
para mi propósito, que haya sido una concesión.

No por ser una concesión deja menos de ser un hecho in­
corporado á nuestras facultades nacionales, un privilegio de 
nuestra existencia nacional, una regalía nacional.

Los recursos de fuerza, aunque parezca una paradoja, son 
una emanación del patronato, son actos de verdadera pro­
tección, de verdadera tutela.

Y este es otro concepto que es necesario dejar bien esta­
blecido, para no hacer una confusión inconveniente de ideas.

Los jueces civiles conocen de los recursos de fuerza coma 
medio de tutelar la condición de los ciudadanos, como un 
medio de protejerlos.

Y es por esto que los tratadistas sostienen, entre ellos muy 
notables tratadistas patrios y tratadistas españoles, que cuan­
do los jueces civiles conocen de los recursos de fuerza, no 
ejercen acto de dominio, ni acto de jurisdicción, sino acto de 
tutela, acto de superitendencia. Consideración muy impor­
tante, porque ella excluye también el concepto equívoco de 
que los recursos de fuerza atacan la independencia de la 
Iglesia, la independencia de sus tribunales.

Los recursos de fueza no son entonces una emanación, una 
derivación del patronato. Son también acto de protección, 
acto de tutelage sobre la vida de los ciudadanos, que, aun lla­
mándose cftólicos, son, sin embargo, habitantes y ciudadanos
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-dignos de la protección en todos los casos, de los jaeces del 
país.

Señor Presidente :
Sancionando esta ley tal como la ha presentado la Comi­

sión, hacemos simplemente un acto público consecuente con 
nuestras tradiciones nacionales y con las disposiciones de la 
•Constitución que prescriben al Congreso arreglar el ejercicio 
del patronato. Este es un arrreglo del ejercicio del patronato 
en lo relativo á los recursos de fuerza.

Precisamente arreglamos que estos recursos sean conocidos 
por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, en lugar de serlo 
por otro juez.

Sancionando esta ley hacemos también acto esencialmente 
-constitucional, en cuanto proclamamos y confirmamos el ejer­
cicio eficaz de las garantías que la Constitución acuerda á 
todos los habitantes : sin distinción alguna, sea que perte­
nezcan á la comunión católica, sea que pertenezcan á las co­
muniones disidentes. ^

En fin, sancionando esta ley tal como se nos presenta, 
hacemos acto cristiano, verdaderamente cristiano : armoni­
zamos la Constitución y nuestros actos legislativos con la 
palabra de Cristo: Damos al César lo que es del César.

He dicho.

Mt*, G c O y /e n t t—Pido la palabra.

Señor Presidente :

Ensayaré una réplica al discurso que acabo de oir, no pro­
poniéndome hacerla con gran extensión, por las circunstan- 
-cias en que se encuentra el debate, muy prolongado ya.

Espero tocar, sin embargo, todos los puntos fundamentales 
de ese discurso, y aúu algunas observaciones del anterior, 
pronunciado por el señor Ministro, en la parte que no haya 
sido refutado ya por mi honorable colega el señor Diputado 
por Buenos Aires.

Yo entiendo, señor Presidente, que el discurso q i#  acaba
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de pronunciar el señor diputado por Entre-Rios, puede divi­
dirse de esta manera.

Primero : consideraciones sobre el carácter constitucional 
y legal de la cláusula que se discute; en seguida el exá- 
men jurídico mismo del recurso de fuerza, en los tres 
casos en que los prácticos lo presentan; después considera­
ciones generales sobre el Estado en sus relaciones con la 
Iglesia; y finalmente, la pretendida demostración de qne el 
recurso de fuerza está necesariamente incluido en las causas 
de patronato

Dividido así el discurso del señor Diputado, me parece 
que el proceso de la réplica puede facilitar la inteligencia de 
las observaciones que fiaré, dejándolas mas perceptibles al 
espíritu de mis honorables colegas.

Señor Presidente:
Yo no comprendo bien cómo el señor Diputado por Entre- 

Rios baya pretendido esponer una série de consideraciones- 
^pertinentes y favorables al propósito en que se fia estendido, 
tomando precisamente la faz constitucional de este asunto-

El Congreso Argentino no puede legislar sino en uno de 
estos dos caractéres : ó como poder legislativo de la NacioD,, 
cuando legisla para todo su territorio; como Legislatura 
especial de la Capital, que no tiene otra legislatura por nues­
tra organización política; que tiene en el Congreso el cuerpo 
que para las leyes locales tiene cada una de las provincias 
qoe forman la República Argentina.

Pues bien; bajo cualquiera de estos dos respectos, no en­
cuentro pertinentes las observaciones de mi honorable colega 
por la provincia de Entre-Rios.

Si es como Congreso Nacional, legislando bajo el criterio- 
de la Constitución, moviéndose como no puede hacerlo de 
otro modo, dentro de la órbita que la ley fundamental esta­
blece para él, basta tener en cuenta la reforma del año 60» 
para que se comprenda inmediatamente que no puede hacer 
revivir, en manera alguna, un recurso que fia sido borrado 
de la Constitución, á pedido del jurisconsulto más notable
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que hasta ahora haya producido la República Argentina, el 
doctor Velez Sarsfield.

Y hablo aquí de una manera asertiva, porque encuentra 
algo mas, para apoyar mi opinión en la del doctor Yelez re­
lativamente á los recursos de fuerza, que el “ Redactor ” que 
se publicó anexo al volumen que contiene los debates de la 
Convención.

Hay en el cuerpo mismo de este libro,un pequeño discurso 
del doctor Yelez, que especialmente se refiere á los recursos 
de fuerza, y en el que propone su supresión, diciendo clara 
y terminantemente : La Nación, los poderes federales, nada 
tienen que ver con estos recursos ; el Congreso no legislará, 
sobre ellos.

Del conjunto de atribuciones que se daban al Poder Judi­
cial de la Nación, ha quedado escluidoel recurso de fuerza.

Ahora se dirá : ¿ el Congreso, legislando para la capital, 
puesto que dá una ley de organización para los tribunales, 
puede considerar estos recursos ? ^

Y entendia yo que la observación que hacia el señor dipu­
tado por Entre-Rios, importaba decir : lâ . Cámara no puede 
tomar otra resolución á este respecto, que dejar, como una 
cosa inconmovible, lo que encuentre en las disposiciones le­
gislativas vijentes sobre la materia.

Pero, señor, cuando el Congreso legisla en un caso como el 
que estamos considerando, cuando abraza todas las materias 
que comprende una ley de organización de los tribunales, es 
evidente que si puede establecer el recurso, que si puede in­
cluirlo entre las atribuciones de los tribunales de la Cámara 
de apelaciones de la capital, puede también resolver en contra, 
suprimiéndolo.

El q u e  t i e n e  f a c u l t a d  p a r a  e s t a b l e c e r ,  t i e n e  f a c u l t a d  p a r a  

S u p r i m i r  : Ejus est tollere cujus est condere, c o m o  s e  d i c e  e n  
l a  e s c u e l a  d e  d e r e c h o .

Bien; pero el señor Diputado iba mas adelante y estudian­
do cada uno de los recursos, pretendía establecer que en 
ninguno de ellos se afecta la independencia de la Iglesia, que
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en ninguno de ellos se vulneran los derechos que le pertene­
cen comoá una sociedad perfecta é independiente del Estado.

Yo creo que la demostración no ha sido concluyente, y 
espero, analizando en seguida del señor Diputado las mis­
mas situaciones jurídicas á que él se ha referido, establecer 
que en todos y cada uno de esos casos de recurso de fuerza, 
se vulneran los derechos de la Iglesia, se hace ilusoria, se hace 
nugatoria la existencia de sus tribunales en la plenitud de 
facultades, con la seriedad y eficacia que sus resoluciones 
deben tener.

Si se trata del recurso de conocer, tiene que convenir el 
señor Diputado por Entre-Rios, en que el juez civil trae de 
los tribunales eclesiásticos el asunto é impide que ejerzan sus 
funciones.

Pero, señor ! ¿ Como puede entenderse que no haya vul­
neración de los derechos de Iglesia, que no haya afectación 
de las funciones de los tribunales eclesiásticos, cuando se toma 

|jHQ asunto del que está conociendo el juez y se le quita la 
f  tcultad de resolverlo ?

Cuando un juez que está conociendo de un asunto, recibe 
la intervención de un poder extraño y se le quita la facultad 
de resolver en ese asunto, de pronunciar sentencia, ¿ hay 
»caso diferencia entre esto y el que el tribunal extraño anu­
lara la sentencia que el tribunal eclesiástico hubiera dado ? 
¿ Qué diferencia hay entre tomar la sentencia ya pronunciada 
é impedir su realización, é impedir de antemano que la sen­
tencia misma se produzca ?

Hay ciertos puntos que cuando se afectan, ee afectan ne­
cesariamente en todas las consecuencias que fluyen de ellos; 
é impedir á un juez que dicte su sentencia, vale tanto, eviden­
temente, como hacer ineficaz, como hacer nula su sentencia.

Se dice que cuando se trata del recurso en el modo de 
proceder, tampoco conoce el juez civil en el fondo del asunto, 
y que por lo mismo no afecta el derecho de la Iglesia.

Todos los que somos abogados, todos los que tenemos algu­
na vejación en I03 asuntos forenses, sabemos perfectamente
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que la manera de llevar el procedimiento influye necesaria, 
inevitablemente, en la resolución de la causa ; que producida 
la prueba en una ó en otra manera, que dirijidos los trá­
mites legales en un rumbo ó en otro,—resultará comprobado 
tal ó cual hecho, resultará el fallo en un sentido ó en otro. 
Influir en el procedimiento es influir en el resultado. El 
procedimiento es el proceso, es el camino que se fija al asunto 
y por el cual se le impulsa; y es evidente que si la dirección 
se cambia, el resultado se cambia también : y el resultado 
es el fallo, el resultado es la sentencia. Luego llegamos al 
mismo fin en este caso que en el anterior.

Vamos por último al caso en que el recurso se llama por 
“ no otorgar. ”

¿ Y puede escapar á la penetración mas vulgar, que otor­
gando el recurso do apelación, que haciendo que él se produz­
ca cuando un juez eclesiástico lo niega, se cambia el fondo 
del asunto, se cambia la situación de los litigantes y el resul­
tado del proceso ?

Enunciar, aquí, es probar; enunciar es demostrar.
Luego, en cualquiera de los tres casos que se considérela 

intervención del juez civil, ella hace nugatorias las resolu­
ciones del tribunal eclesiástico.

No abundaré á este respecto en las razones que se dieron 
cuando se trató por primera vez la materia, para mostrar que, 
de otros puntos de vista, esta solución de los recursos de fuer­
za es inaceptable también ante la sana doctrina.

Hacia otra observación el señor diputado por Entre-Rios. 
Decia: todavia consentiría que fuera pertinente el que la 
Cámara se ocupase en tratar del recurso de fuerza para su­
primirlo, como se propone, si estuviéramos estudiando una ley 
de procedimientos.

Pero, señor ! Hago también un llamado á los abogados que 
se sientan en la Cámara para que ellos juzguen si es posible 
trazar una línea divisoria, de tal manera que se diga : Esto 
pertenece á la ley de procedimientos; esto otro pertehíce 4
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la ley de organización de los tribunales; lo uno está separado 
perfecta y claramente de lo otro.

Absolutamente nó, señor Presidense. Y basta lo que vá 
sancionado de la ley para que se convenza cualquiera de que 
no puede haber una ley de organización de los tribunales en 
que no se resuelvan puntos de procedimientos; que no hay 
una ley de procedimientos que no esté correlacionada con la 
de organización de los tribunales, de tal manera que una ley 
de procedimientos puede ser inteligible y aceptable habiendo 
cierta organización judicial, y ser inaceptable si hay otra or­
ganización.

¿ Pero de qué nos hemos ocupado,en los dias anteriores ?
¿ Qué es lo que ha tenido la Cámara á su consideración sino 
las apelaciones; si se conceden ó no ; si el auto interlocutorio 
ha de ser apelable cuando causa gravámen irreparable ; ante 
quién han de ir los litigantes, en qué condiciones han de ser 
fallados los pleitos, cuál es la jurisdicción,, el alcance de las 
atribuciones de las diversas magistraturas que componen la 
organización judicial ? ¿ Es este ó no procedimiento ?

Encontramos en la misma ley un artículo que me sugirió 
esta pregunta á los señores de la comisión : u ¿ Cómo han de 
votar los jueces ? ¿ han de distinguir las cuestiones de hecho 
y de derecho ? » y me contestaban : No lo ponemos aquí por­
que está en la ley de procedimientos. Y, á la verdad, lo mis­
mo puede estar en una que en otra : ley de procedimientos y 
ley de organización de los tribunales forman uu todo orgáni­
co. Luego si el señor diputado por Entre-Rios entendia que \  
seria pertinente tratar de los recursos de fuerza, cuando se 
considerara la ley de procedimientos,— tiene forzosamente 
que convenir en que no es impertinente tratarlos, cuando se 
considera la ley de organización de los tribunales.

El Congreso en este caso, como Legislatura de la capital 
puede hacer lo que podria hacer también, lo que en mi con­
cepto debería hacer la legislatura de San Juan, la de Buenos 
Aires, d  organizan sus tribunales y encuentran en la ley una
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cláusula como esta. Si han podido sancionarla, si han podido 
establecerla, pueden perfectamente suprimirla.

Pero entro en un orden de consideraciones mas amplio, si­
guiendo también allí al señor diputado por Entre-Ríos.

Señor : vemos aparecer á cada momento, ya en el discurso 
del señor Ministro, ya en el que acaba de escuchar la honora­
ble Cámara, cierto concepto del Estado que pretende vincu­
larse necesariamente á la única manera legítima de entender 
el patriotismo, como si todos aquellos que no arribáramos á 
las mismas consecuencias que los que quieren mantener estos 
recursos, fuéramos, sino antipatriotas, por lo ménos, tibios é 
indiferentes á los sentimientos que vibran en todo corazón 
bien puesto.

No, señor presidente. Se puede ser perfectamente patriota 
y no tener del Estado ese concepto bajo el cual lo vemos apa­
recer con frecuencia; concepto panteístico, absorbente, tuitivo 
hasta la exageración, en tal manera que alguna vez podremos 
decir ( y ha llegado ya el momento de decir ) : ¡ Ojalá no nos 
protejieran tanto ! •

Sí, señor presidente: la situación en que el Estado argen­
tino está colocado respecto de la Iglesia Católica, que es una 
sociedad espiritual y visible á la vez y de la que forma parte 
la unanimidad moral, la inmensa mayoría de los argentinos, 
no es la que ha bosquejado el señor diputado por Entre- 
Bios.

Sí, somos católicos y argentinos ! Y cuando se toma esta 
afirmación del punto de vista de la conciencia, yo, á mi vez, 
dirijo la pregunta hecha por él, en sentido inverso, al señor 
diputado, y digo : ¿ Coloca los intereses que se refieren á la 
eternidad bajo los cambios del tiempo, las vicisitudes de las 
pasiones y los mezquinos intereses de los partidos ?

No ! Admitida la Iglesia Católica, tal como ella es, no como 
una sociedad anónima, no como uno de esos cultos que prote­
je indistintamente la Francia, según decia el señor diputado 
agregando que era cuestión de número ; no nos encontramos 
en presencia de una corporación, de una università$, como
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dice el derecho romano ; nos encontramos con una institución 
perfectamente establecida, con la amplitud de facultades in­
dispensable para llenar su misión apostólica. No podemos 
reducirla al caso de una sociedad mercantil, sin tener el mas 
grande desprecio por los intereses de la conciencia al través- 
de la historia y de las instituciones jurídicas.

No ; ha sido admitida la Iglesia católica como una gran 
institución social. Y nuestra Constitución, que se quiere 
interpretar de una manera materialista, como si el hombre 
no tuviera mas que los intereses externos, respeta esa Iglesia 
que representa los intereses mas nobles de la. conciencia ar­
gentina en la inmensa mayoría de los que forman la nación.

Esa Constitución que contiene una cláusula con arreglo á 
la cual el primero de nuestros magistrados está en el dilema 
forzoso de ser católico ó perjuro,—no consiente que estas 
cuestiones sean tratadas de un punto de vista materialista & 
anti-católico.

Yo digo entonces : no tenemos la pretensión de suprimir 
eftüstado. ¿No vivimos en él? ¿No somos argentinos tam­
bién ? ¿No contribuimos á la formación de las leyes ? ¿ No 
las respetamos ? No damos ejemplo de obsecuencia á sus 
preceptos ?

¿ Qué es lo que pretendemos ? Que se respete nuestra 
conciencia : no pedimos otra cosa al tratar de los recursos de 
fuerza : que se respeten los tribunales eclesiásticos, objeto 
legítimo de nuestra consideración y á los cuales se debe pro­
tección asidua en el ejercicio de sus funciones.

Esas relaciones de la Iglesia y del Estado, decía muy sen­
cillamente el señor diputado por Entre R í o s ,  deben ser re­
sueltas, en último caso, por el Estado; nada hay superior 
á él.

No, señor ; el arreglo se efectúa de otro modo ; está indi­
cado ya, la historia lo muestra : por concordias entre ambas 
potestades.

Desaparezca el espíritu de hostilidad ; desaparezca ese es­
píritu d#soberbia absorbente que impide ver nada mas allá
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del mundo material; sepamos que estamos vinculados á inte­
reses de otro orden; inspirémonos en un espíritu sano, y la 
solución se tendrá, por concordancias, por arreglos, recono­
ciendo á la Iglesia lo que olla tiene necesariamente, por su 
misión divina.

Pero me llama mucho la atener n que, precisamente cuan­
do se trata de recursos que han sido calificados recursos de 
fuerza, en ódio á la Iglesia, empleando una palabra injuriosa, 
tendria aplicación en materia penal, porque fuerza es daño 
hecho torticeramente y del cual el hombre no se puede 
amparar, según la ley de partidas — me llama mucho la 
atención, digo, que se trate á los tribunales eclesiásticos 
como á criminales, como á bandidos. Se ha dicho que se han 
establecido, estos recursos, para defender á los ciudadanos, 
para librarlos de la iniquidad : eso se ha dicho en el fondo 
á pesar de la cultura del señor diputado por ¡Entre R í o s  y  

de las formas que usó el señor ministro ; como si el hecho de 
no admitir el recurso desfuerza equivaliera á dejar á la socie­
dad bajo el peso de grandes calamidades. ¿ Y qué remedio 
se propone para ese mal imaginario ? Establecer que el juez 
civil es competente en la materia civil y en la eclesiástica; es 
decir, establecer una monstruosidad, poner la fuerza en lu­
gar de la justicia !

No hay lógica en esto, señor presidente.
Llego, por fin, á la parte en que el señor diputado por 

Entre Ríos decía : constitucionalmente, estamos obligados á 
mantener el recurso de fuerza; no lo podemos abolir, es una 
cosa contenida en el Patronato.

Yo me refiero á los conocimientos elementales en esta 
materia relativa á las causas de patronato y de recursos de 
fuerza, y abro cualquiera de los autores españoles que la 
tratan. Los regalistas mas avanzados, el conde de la Cañada, 
Covarrubias, cualquiera de los que admiten y  sostienen estos 
recursos, hacen distinciones fundamentales. •

El recurso de fuerza se refiere á derechos privados; el re-
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curso de fuerza procede 6 tiene aplicación en juicios conten­
ciosos.

El recurso de protección, las causas de patronato, perte­
necen á otra jurisdicción, á otro orden, en la doctrina misma 
de los regalistas.

Las audiencias, los tribunales ordinarios conocian de los 
recursos de fuerza; las otras causas se llevaban al consejo de 
Castilla y hasta al mismo soberano.

En las cuestiones de patronato está afectado un interés 
general.

En los recursos de fuerza el derecho está comprometido en 
la forma de una causa contenciosa que va ante el tribunal 
eclesiástico.

Pero se dirá : ¿ á esto se reduce el recurso de fuerza ? Si 
es solamente un derecho de los individuos que pleitean ó tie­
nen acción ante el juez eclesiástico, ¿ por qué se le dá tanta 
magnitud á esta cuestión ?

Bs que bajo el punto de vista de la Iglesia, la intromisión 
del poder civil en causas que afectan la conciencia, que afectan 
la independencia de la Iglesia, los recursos de fuerza son 
gravísimos como cualquiera otra invasión de sus derechos y 
de su soberanía.

El Señor Ministro, sin que yo me dé bien cuenta hasta aho­
ra de por qué generalizaba tanto, del punto de vista históri-r 
eo, las observaciones con qué principiaba su discurso, preten­
dió hacer una especie de proceso de la Iglesia, que ha sido 
brillantemente refutado por mi honorable colega el señor di­
putado por Buenos Aires. Pero yo no dejaré la palabra sin 
volver sobre esa faz del discurso del señor Ministro. Yo no 
podria tolerar, yo no podria silenciar, teniendo una banca en 
esta Cámara, que se haya espresado con tanta ligereza, con 
tanto inconsideración, sin el respeto que un ministro del 
Culto,—no de los Cultos,—debe profesar á la religión católica.

« La Iglesia tuvo un gran poder n. «U n Papa trazó una
línea divi^ria para la América n. u La Iglesia estimuló las 
cruzadas;?.
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¿Qué hay en estos hechos? Tuvo un gran poder ! ¿ Pero 

cómo lo usó ? Para bien de la humanidad, para la civili­
zación delmundo !

La Iglesia estimuló las cruzadas. ¿ Qué fueron las cruza­
das ?. La historia lo dice : un levantamiento de los pueblos 
en nombre de un interés noble ; no en nombre de un interés 
material, sino en nombre de un interés elevado! Tránsito, 
manifestación de los pueblos, romería grandiosa, en que 
grandes intereses sociales se movieron produciendo impor­
tantes reformas para el progreso del mundo.

Trazó el Papa una línea divisoria de la América, diciendo : 
lo que queda de un lado es de los portugueses, lo que queda 
del otro es de los españoles.

¿ Cómo negar el derecho, la justicia de semejante resolu­
ción ?

¿ Quiénes eran los grandes descubridores ? ¿ Quiénes ha­
bían tenido la intuición de las admirables ventajas que ofrece­
ría á la humanidad el descubrimiento del nuevo mundo %

¿ Y á qué naciones pertenecían un Fernando de Magalal- 
nes, un Solís? ¿Bajo qué banderas se lanzaron en mares 
desconocidos los que terminaron la empresa del inmortal Co­
lon, sino bajo las banderas de España y Portugal ?

¿ Qué naciones sino ellas tenían derecho á imperar en los 
inmensos territorios recien descubiertos ? ¿Y cómo no ha­
bía el Papa de asegurar para la civilización católica el nuevo 
mundo hallado por la intuición genial • de un hijo de la 
Iglesia ?

Señor Ministro de J. G. é l. P .—No es á mí á quien con­
testa. Es al eminente católico, apostólico, romano, doctor 
Yelez Sarsfield..

Señor Qoyena—Que suprimió los recursos de fuerza.
Señor Ministro de J. 0. é I. P.—Permítame, también pue­

do decir alg’o al respecto.
¿ Qué dice respecto al punto de que tratamos ?
Tiró una meridiana al través del Océano, dando^í los por­

tugueses una parte y á los españoles otra, causa de la despo-
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blacion de ]a América, porque la Europa tenia que hacer 
con Sud América y la habría poblado como la América del 
Norte.

Señor Goyena—La América no habría sido tan pronto ca­
tólica.

Señor Ministro de J. G. é I. P.—En cuanto á las cruzadas, 
el señor diputado ha leído la historia en otra forma de lo que 
yo lo he hecho. Las cruzadas han sido la causa del atraso y 
de la despoblación de la Europa en su tiempo.

Señor Goyena—De grandes movimientos sociales.
Señor Ministro de J. G. é 1. P.—¿ Y qué resultó enton­

ces ?
Ordenes ridiculas de caballería !
Señor Goyena—Yo quisiera que el señor rnimstro se per­

suadiera do esto: que la humanidad no se mueve por un 
arranque generoso, sin dejar un rastro fecundo sobre la tier­
ra, y eso ha sucedido entonces.

Qeñor Ministro de J, G, é I. P.— ¿ Qué resultó de la guer­
ra iniciada por España contra los moros ? El atraso.

Señor Goyena—¿ Sabe el señor ministro lo que dice la esta­
dística actual, por haber España desterrado á los moros ? Que 
eu ninguna nación europea la estadística criminal es tan baja 
como en España, pueblo católico y por eso tan moral.

Señor Ministro de Justicia, Culto é Instrucción Pública— 
Dirán lo que quieran las estadísticas que el señor diputado 
couoce ; lo que dice la historia es que la decadencia de Espa­
ña comenzó con la guerra contra los moros.

Señor Goyena —La estadística á que me reñero es hecha por 
liberales.

Quedan contestadas las: objeciones. Me referiré al señor 
Ministro en una observación final, porque es él quien me’ ha 
parecido acentuar más ciertos rasgos que, para mí, hacen ina­
ceptable todo su discurso, á saber : el punto de vista mate­
rialista, estrecho que él toma para apreciar todas estas cues­
tiones.

En meaio de las ideas que van haciendo descender el nivel
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humano, á pesar del incremento de la civilización materialista 
y del espectáculo que nos hacen presenciar los poderes de la 
tierra; cuando las rentas délas nacioues más poderosas y 
más ilustradas, en vez de servir á la obra del adelanto, están 
empleadas en mantener grandes trenes de guerra y ejércitos 
permanentes, que chupan la sangre y el sudor de los pueblos,— 
el único poder que sin esos medios se mantiene en el mundo, 
que no esparce sino rayos de luz y de esperanza para la hu­
manidad, es el Papado, es la Iglesia, cuyo espíritu sigo y al 
que espero en Dios permanecer fiel en todos los dias de mi 
vida!

Hé dicho.
—Se vota el inciso 2o del artículo en discusión y es apro­

bado por 48 votos contra 11.
Señor Presidente—Siendo la hora avanzada, invito á la Cá­

mara á levantar la sesión.
Asi se hace, siendo la 6 y 5 p. m.
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NÓMINA
DE LOSSeñores Diputados que votaron por la supresión de los recursos de fuerza.

Dr. D. José Juan Araujo.. .. Diputado por la Capital.

C í Eudoro Avellaneda . . Id Tucuman.

u Roberto Cano............. Id Buenos Aires.

c< Juan Coquet.............. Id id

u José M. Estrada........ Id id

u u Marcos A. Figueroa. . Id Catamarca. ^

Gral. u Teodoro Garcia.......... Id Buenos Aires.

Dr. D. Pedro Goyena.......... Id id

u Pedro R. Huidobro.. Id Tucuman.

u Manuel J. Lainez ,.... Id Buenos Aires.

ÍC . u Santiago L u ro .......... Id id

u u T. Mendoza............... Id' Tucuman.

u Juan J. Iramain........ Id Santiago.
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